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la función 
de gobierno 
José A. Souto 
La división de poderes ha conducido a las 
organizaciones políticas modernas a adop-
tar una serie de principios y técnicas que 
permiten establecer un control jurídico mi-
nucioso de la actividad de gobierno; es lo 
que se ha dado en llamar Estado de Dere-
cho. ¿Es aplicable este sistema a la Iglesia? 
Se ha afirmado en repetidas ocasiones que 
la división de poderes es contraria a la cons-
titución de la Iglesia, que mantiene inalte-
rable la fórmula de la concentración. ¿Es 
conciliable la concentración de poderes con 
la sumisión al Derecho? De este tema se 
ocupa José A. Souto. 
1. LA FUNCION DE GOBIERNO 
1. Noción 
Las tensiones internas que existen hoy en el 
seno de la Iglesia presentan un denomina-
dor común que puede resumirse en los si-
guientes términos: a) reacción contra el 
aparato central de la Iglesia; b) oposición 
manifiesta al régimen disciplinar, especial-
mente al impuesto o establecido por la or-
ganización central. 
Por ello, parece útil, dentro del marco de 
este simposio examinar el fundamento de 
esta intervención y su contenido. El primer 
aspecto, tanto en su vertiente histórica co-
mo en su vertiente sistemática, ha sido exa-
minado en otras colaboraciones. Nos limi-
taremos, por tanto, aquí a analizar el segun-
do aspecto, es decir, el contenido y la forma 
de intervención de la organización central, 
o sea, la función de gobie-rno. 
El gobierno es un concepto, cuya compren-
sión está al alcance de todos. Más difícil, 
sin embargo, resulta intentar explicarlo téc-
nicamente o emitir una definición. Existen 
varios factores que contribuyen a fomentar 
esta dificultad; de una parte, la existencia 
de una serie de homónimos y sinónimos que, 
en el lenguaje usual, se utilizan para expre-
sar el mismo concepto: administrar, man-
dar, ejecutar, regir, dirigir ... ; esta misma 
profusión terminológica se encuentra en el 
lenguaje científico pues, si bien se ha inten-
tado depurar y matizar el significado de los 
vocablos aceptados, no se ha logrado una 
ajustada delimitación conceptual y, así, se 
utiliza una variada gama de términos, tales 
como poder político, poder ejecutivo, poder 
legislativo, poder de regir, dirección políti-
ca, poder administrativo, en los que aun re-
conociendo que se trata de conceptos di s-
tintos, no es fácil determinar cuáles son los 
elementos distintivos de cada uno de ellos 
y en qué difieren de la función de gobierno. 
Por otra parte, el gobierno, como tal térmi-
no, reviste acepciones distintas y, así, se em-
plea en un sentido subjetivo (el gobierno 
como órgano), en un sentido funcional (la 
actividad de gobierno) o en un sentido for-
mal (los instrumentos técnicos de realiza-
ción de la tarea gubernativa). Esta confu-
sión terminológica no es extraña a la doc-
trina eclesiástica que, además de recibir 
indiscriminadamente las acepciones de la 
ciencia política, añade un concepto poliva-
lente de potestas aplicable a realidades tan 
diversas como el orden, el magisterio y la 
jurisdicción. 
Esta heterogénea acumulación de acepcio-
nes exige una depuración del contenido ge-
nuino de la función de gobierno y una es-
pecificación precisa de los conceptos y de 
las ideologías que se encierran bajo esta va-
riedad de términos. El origen de esta con-
fusión se debe a causas y factores un tanto 
diversos. Uno de los principales quizás ra-
dique en el uso constante de calificar la ac-
tividad en base al órgano que la desarrolla, 
lo que supone entender que la función sigue 
al órgano. Este criterio, sin embargo, se opo-
ne claramente al principio más elemental 
de organización, en virtud del cual la fun-
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ción crea al órgano y, por tanto, la función 
no sigue sino que es anterior al órgano. Pre-
cisamente en este contexto queremos plan-
tear y desarrollarla presente ponencia. Par-
tiendo de un concepto provisional del go-
bierno como «aquella actividad consistente 
en dirigir a un grupo determinado, para la 
consecución de unos fines esenciales» 1, va-
mos a examinar algunos aspectos de la fun-
ción antes de proceder a su individualiza-
ción orgánica. 
2. Contenido 
La función de gobierno es la respuesta a las 
exigencias comunes inherentes a un agre-
gado social. Tales exigencias postulan los 
fines que pretende alcanzar la comunidad 
y constituyen el contenido objetivo o mate-
rial de la función de gobierno. Es cierto que 
si función de gobierno y actividad política 
se identifican, entonces la ecuación fines 
comunitarios-función de gobierno coincide 
plenamente; para ello, sin embargo, habrá 
que tener en cuenta que la función de go-
bierno no debe identificarse con la actividad 
propia del órgano de gobierno 2. 
Es interesante tener en cuenta este matiz, 
ya que los fines del agregado social no son 
exclusivos de la organización llamada go-
bierno, puesto que también pueden coope-
rar a su consecución -individual o asocia-
damente- los miembros de la comunidad. 
1. GARCÍA TRElVIJANO, Tratado de Derecho Adminis-
trativo, Madrid, 1964, p. 44. 
2. Cfr. ZAFRA, Teoría 'fundamental del Estado, Pam-
plona, 1967, p. 196. 
3. Esta deducción empírica es válida para obtener 
una visión completa de los fines societarios y, por 
tanto, de las diferentes actividades que deben integrar 
la función de gobierno de un grupo social en un mo-
mento histórico determinado. Existe, sin embargo, un 
núcleo de actividades permanentés que no exige esta 
La actividad conducente a alcanzar aquellos 
fines -actividad política- corresponde tan-
to a los órganos de gobierno como a los 
propios miembros del agregado social. Esta 
participación en los fines no es, sin embar-
go, cumulativa, ya que unos son exclusivos 
o, al menos, propios con carácter prevalen-
te de la organización y otros . son propios 
de la comunidad y sólo con carácter subsi-
diario deberá realizarlos la organización. 
Lo que antecede nos permite sentar la si-
guiente premisa: el contenido de la función 
de gobierno no se puede deducir de la tun-
ción del órgano gobierno sino todo 10 con-
trario, ya que este órgano podrá asumir una 
parcela más o menos amplia de aquella fun-
ción, pero no toda la función en su integri-
dad. La exclusión del criterio orgánico para 
determinar el contenido de la función de 
gobierno supone, en consecuencia, que la 
determinación de este contenido ha de ha-
cerse teniendo en cuenta los fines del agre-
gado social. 
Ahora bien, estos fines no son idénticos pa-
ra todos los grupos sociales, ni permanecen 
invariables a 10 largo del tiempo; por esta 
razón, la determinación de los fines, que 
nos permitirán averiguar el contenido de la 
función de gobierno, ha de hacerse respecto 
a un grupo social determinado y en un tiem-
po histórico concreto 3. 
Si nos atenemos a la evolución de las socie-
dades políticas europeas que tienen como 
conexión temporal y societaria, ya -que son deduci-
bles en un nivel de conocimiento distinto y aplicables 
con un criterio generalizado a cualquier tipo de socie-
dades y a cualquier momento histórico. Estos fm~s, 
y la correspondiente función de gobierno, responden 
a una visión esencial, pero no integral del fenómeno 
societario singularmente considerado. En la Iglesia, 
hay que advertir que estos fines esenciales y algunos 
específicos están contenidos en el momento constitu-
cional y, por tanto, están, explícita ° implícitamen-
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base común en su formación su pertenencia 
a la civilización cristiana, podernos observar 
corno la «pax publica» -concepción medie-
val de la función del príncipe- va a cons-
tituir el título causal del poder de las mo-
narquías autoritarias de la Edad Moderna 4; 
posteriormente, con la Monarquía absoluta, 
será substituído aquel concepto por el de 
orden público. En cualquier caso la inter· 
vención del Poder real es mínimo y se limi-
tará a conservar la paz y a mantener el or-
den, hasta el extremo de que las recauda-
ciones tributarias de la Corona se pedirán 
-no se impondrán- a título y por razón 
de la paz pública. 
Es evidente que el orden público no agota 
el contenido de la función de gobierno, pe-
ro en esta etapa las demás actividades -en-
cuadrables dentro de la noción de gobier-
no- son desarrolladas por entidades, gru-
pos sociales o, simplemente, por los particu-
lares a nivel local. Posteriormente, con «el 
surgimiento de la Ilustración, hacia media-
dos del siglo XVIII, es la idea de fomento 
de la industria, del comercio, de la Hacien-
da, la que figura corno panacea en el orden 
político» s. Surge así una noción de gobier-
no que abarcará una serie de actividades di-
versas y que se agregará al orden público 
corno objeto de actividad del Poder. Se tra-
ta en realidad de una función supletoria, 
pero que se recaba de los órganos del go-
bierno¡ porque los grupos o entidades me-
nores que hasta entonces lo ejercían y que 
continuarán ejerciéndolo, necesitan la pro-
tección y ayuda de ese aparato institucional, 
que tiene la virtud de unificar esfuerzos y 
te, formulados en el proceso fundacional. Existen, por 
consiguiente, en la Iglesia, unos fines permanentes, 
- válidos en cualquier momento histórico, y otros co-
yunturales, que provienen de las exigencias concretas 
de un determinado ciclo histórico. Ambos fines con-
subvenir con su poder y sus recursos a las 
necesidades surgidas en este campo. 
La intervención del poder se amplía, se ha-
ce más intensa en sectores que hasta ahora 
quedaban marginados de su competencia y 
surge la idea del servicio público corno tí-
tulo causal del Estado liberal. Este :interven-
cionismo se acentúa todavía más bajo la in-
fluencia de la ideología socialista, pudiendo 
afirmarse que, en algunas concepciones po-
líticas actuales, todo cae bajo la égida del 
Estado. Sin tener en cuenta este extremis-
mo absorbente de determinados Estados, 
es lo cierto que la época actual está marca-
da por el signo de lo social y los gobiernos 
hacen suyas, bien con carácter exclusivo, 
bien por vía subsidiaria, una serie de mate-
rias que antes quedaban a la libre gestión 
de los particulares. Supone esto evidente-
mente una ampliación del contenido del ser-
vicio público, pero no una modificación 
substancial del mismo concepto. 
Por lo que a nuestra investigación se refie-
re, basta señalar que los dos aspectos que 
pueden considerarse corno objeto o conte-
nido genérico de la función de gobierno son 
el orden público y el servicio público o, lo 
que viene a ser 10 mismo, la dirección del 
grupo social y la prestación de servicios a la 
comunidad. 
Ahora bien, ¿ cuál es el contenido del go-
bierno eclesiástico? En nuestra opinión tal 
contenido coincide sustancialmente con el 
expresado anteriormente. En el primer tra-
tado en el que se estudia con criterio mo-
derno la constitución de la Iglesia, al de-
figuran el contenido de la función de gobierno en un 
momento histórico determinado. 
4. VALLAR PALASÍ, Derecho administrativo, Madrid, 
1968, pp. 117 Y 145. 
5. VILLAR PALASÍ, O. c., p. 199. 
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terminar el contenido del gobierno eclesiás-
tico, se dice lo siguiente: «consiste en la re-
gulación de la vida social del Pueblo de Dios 
y en la dirección, coordinación y control de 
las actividades de naturaleza pública» 6. Jun-
to a esta ordenación social se añaden otros 
aspectos como el fomento, ayuda y suplen-
cia de las actividades de ámbito privado. 
El conjunto de estas actividades se expresa 
en la función subsidiaria: «función de ayu-
da (subsidium) propia del gobierno eclesiás-
tico respecto de los ámbitos privados del 
fiel y, en general, de las entidades meno-
res» 7. La importancia actual de esta fun-
ción en la Iglesia queda expuesta con nota-
ble relieve por Hervada-Lombardía al decir 
que «si bien hasta el presente ha prevaleci-
do ciertamente la vía de potestad, es preciso 
que pase a un segundo término para que 
prevalezca aquella función de gobierno que 
se llama función subsidiaria; o sea, es ne-
cesario que el gobierno eclesiástico se asien-
te también y principalmente en el principio 
de subsidiariedad» 8. :: [.) 
;. 4(. '-
No creemos equivocarnos si equiparamos 
-con las adecuadas matizaciones debidas 
a las distintas sociedades a que se refieren-
las funciones de dirección y subsidiariedad 
a las de orden público y servicio público, a 
que antes nos referimos. En cualquier caso, 
queremos subrayar nuevamente que el con-
tenido de la función de gobierno debe dedu-
cirse de los fines de una sociedad determi-
nada y en un momento concreto, y no de 
las funciones atribuídas al órgano de go-
bierno en una situación concreta. Y, en este 
sentido, no nos interesa -por el contexto 
de la ponencia en el conjunto de temas del 
simposio- tanto la especificación de mate-
6. HERVADA-LoMBARDÍA, El Derecho del pueblo de Dios, 
Pamplona, 1970, p. 385. 
rias objeto del gobierno, como el contenido 
genérico de tal función. 
3. Técnicas de ejercicio 
La anterior afirmación se entenderá mejor 
si se tiene en cuenta que el núcleo de la po-
nencia que pretendemos desarrollar se cen-
tra precisamente en la investigación de las 
técnicas o cauces de actuación puramente 
formales de la función de gobierno. Su con-
tenido es tan sólo un presupuesto, un pun-
to de partida -examinado ya en la ponencia 
del Prof. Hervada- para explicar cuáles 
sean los auces más idóneos para el desarro-
llo de aquella función. En efecto, para la 
consecución de los fines descritos, la fun-
ción de gobierno necesita unos cauces, unas 
técnicas que hagan viable el ejercicio de la 
actividad. La determinación de estos cauces 
o instrumentos técnicos pueden obtenerse 
tras el análisis formal de la función o por 
la simple constatación de los órganos que 
ejercen la función de gobierno. La distin-
ción de las diferentes actividades recondu-
cibles a la función de gobierno tendrá en 
el primer caso, como presupuesto, el estu-
dio de la función como tal; en el segundo, 
en cambio, tendrá en cuenta la función, una 
vez subjetivizada, de acuerdo con un crite-
rio orgánico. 
En el segundo supuesto se está vulnerando 
el principio de que la función crea el ór-
gano y, por tanto, el órgano viene tipificado 
por la función y no al revés; por esta ra-
zón consideramos más acertado proceder a 
la i~vestigación de estas técnicas de ejerci-
cio tomando como punto de partida el exa-
7. O. c., p. 387. 
8. Ibid. 
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men formal de la función y no el análisis 
de la competencia de los órganos. No obs-
tante, la interferencia en la práctica de los 
criterios formal y orgánico hacen particu-
larmente difícil mantener una pureza me-
tódica en el análisis autónomo de ambos 
criterios. Por ello, en ocasiones, aparecerán 
entremezclados los dos aspectos, si bien se 
procurará hacer prevalecer la función sobre 
el órgano sometiendo la distinción orgánica 
al crisol del análisis formal. Por último, con-
viene advertir que al examinar esta temáti-
ca se va a tener en cuenta la dimensión ju-
rídica de la función de gobierno y no el go-
bierno en general; de ahí que el núcleo de 
la exposición tenga por objeto la articula-
ción funcional y orgánica de la función de 
gobierno de acuerdo con los principios y 
técnicas jurídicas. 
11. SISTEMAS DE ORGANIZACION 
4. El sistema de división de poderes 
Los cauces o formas de ejercicio de la fun-
ción de gobierno se entienden en la actuali-
dad compendiados en la siguiente clasifica-
ción: legislativo, judicial y ejecutivo. El re-
sultado de esta división -en principio tor-
mal, pero que afecta al aspecto material y 
orgánico- es debido a influencias ideológi-
cas y circunstancias históricas concretas. 
Bajo una cierta influencia de Locke (Of ci-
vil government) y de la realidad política in-
glesa, Montesquieu expone en el libro XI 
de su Esprit des Lois la teoría de la separa-
ción de poderes 9, que había de tener una re-
9 Sobre los antecedentes históricos de este principio 
vid. VILE, Constitutionalism and the separation of 
powers, Oxford, 1967. 
percusión singular en el futuro de las or-
ganizaciones políticas. «11 y a dans chaque 
état trois sortes de pouvoirs; la puissance 
législative, la puissance exécutrice des cho-
ses qui dépendent du droit des gens, et la 
puissance exécutrice de ceHes qui dépendent 
du droit civil. Par la premiere, le prince ou 
le magistrat fait des lois pour un temps ou 
pour toujours, et corrige ou abroge ceHes 
qui sont faites. Par la seconde, il fait la 
paix ou la guerre, envoie ou re~oit des am-
bassades, établit la sureté, prévient les in-
vasions. Par la troisieme, il punit les crimes, 
ou juge les différens des particuliers. On 
appellera cette derniere la puissance de ju-
ger; et l'autre simplement la puissance exé-
cu trice de l' éta t» 10. 
Montesquieu no pretende elaborar una dis-
tinción de funciones, de acuerdo con un 
criterio científico o sistemático; no analiza 
el contenido de la función de gobierno para 
proceder posteriormente a la agrupación y 
clasificación de materias afines, conforme 
a un criterio científico. Por el contrario, su 
objetivo es bien claro. Partiendo de un su-
puesto dado -que acepta como válido- en-
saya, no una clasificación material del go-
bierno, sino una separación de órganos que 
tienen una determinada competencia en el 
gobierno. Es decir, atribuye parcelas de go-
bierno a órganos independientes para con-
seguir así un equilibrio de poderes. ) 
Lo que pretende Montesquieu en definitiva 
es -como se ha dicho tantas veces- garan-
tizar la libertad cívica: «Lorsque dan s la 
meme personne ou dan s le meme corps de 
magistrature la puissance législative est 
réunie a la puissance exécutrice, il n'y a 
10. MONTESQUIEU, L'Esprit des Lois, t. I1, Paris, 1819. 
pp. 53-54. 
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point de liberté, parcequ'on peut craindre 
que le meme monarque ou le meme sénat 
ne fasse des lois tyranniques pour les exécu-
ter tyranniquement. 
Il n'y a point encore de liberté si la puissan-
ce de juger n' est pas séparée de la puissance 
législative et de l'exécutrice. Si elle était 
jointe a la puissance législative, le pouvoir 
sur la \rie et la liberté des citoyens serait 
arbitraire; car le juge serait législateur. Si 
elle était jointe a la puissance exécutrice, le 
juge pourrait avoir la force d'un oppres-
seur» 11. 
La finalidad de la sepamción de poderes es 
salvaguardar la libertad del ciudadano. Pero, 
¿en qué consiste esta libertad? «Dans un 
état, c'est a dire, dans une société OU il y a 
des lois, la liberté ne peut consister qu'a 
pouvoir faire ce que l'on doit vouloir, et a 
n'etre point contraint de faire ce que l'on 
de dúit pas vouloir» 12. Para precisar el sen-
tido de ese deber quérer, Montesquieu aña-
de lo siguiente: «11 faut se mettre dan s l'es-
prit ce que c'est que l'indépendance, et ce 
que c'est que la liberté. La liberté est le 
droit de faire tout ce que les lois permet-
tent; et si un citoyen pouvait faire ce 
qu'elles défendent, il n'aurait plus de liber-
té, parce que les autres auraient tout de 
meme ce pouvoir» 13. 
La libertad está determinada por el contor-
no legal. La ley establece el ámbito de liber-
tad individual, por lo que resulta que la li-
bertad es más un resultado que un presu-
puesto. Pero, aparte este aspecto, tiene más 
11. O. c., pp. 54-55. 
12. O. C., p. 50. 
13. O. C., p. 51. 
14. FINER, R., Teoría y práctica deL gobierno moder-
no, trad. esp. de E. Tierno Galván, Ma drid, 1,964, p. 14l. 
15. "Probablemente -dice Guasp- la razón del triun-
fo de la división tripartita: función legislativa, eje-
importancia -para nuestro propósito- ad-
vertir que este concepto de libertad, suscita 
la primacía de la ley sobre las demás ma-
nifestaciones del gobierno y, en consecuen-
cia, la primacía del órgano encargado de 
emanar estas disposiciones sobre los demás 
órganos. Con ello se conculca el principio 
establecido por Montesquieu de que la se-
paración de poderes se basa en la igualdad 
de poderes. Esta primacía del poder legisla-
tivo dio lugar a una curiosa evolución que 
Finer narra en los siguientes términos: «Al 
principio el despotismo de la Corona se te-
mía y se atacaba; más tarde el despotismo 
de los Parlamentos y del Congreso fue el 
temido y el atacado; actualmente, en el si-
glo xx, el enemigo es el poderoso cuerpo de 
los funcionarios administrativos, que a ve-
ces se llama despectivamente burocracia» 14. 
La independencia de los poderes -que en 
la práctica nunca existió plenamente- pron-
to se vio limitada por un sistema de contro-
les -jurisdiccional y constitucional- que 
a pesar de todo, no consiguió impedir el 
predominio de alguno de los poderes, según 
las situaciones históricas, y que hoy en-
cuentra su máxima significación en la hege-
monía del poder ejecutivo. 
El problema, sin embargo, que plantea la 
separación de poderes, tiene su origen en 
un vicio de formulación de la teoría que se 
ha hecho particularmente notoria al ser tras-
pasada a la realidad práctica. Tal vicio resi-
de en la diversidad de criterios utilizados 
para delimitar los poderes 15. Si nos atene-
cutiva y judicial, se encuentra más en las conocidas 
razones histór icas que empujan a la división de po-
deres que no en razones científicas inspiradas por un 
estricto análisis lógico. Al colocar en un primer plano 
a la función legislativa, omitiendo a la de gobierno, 
se quiso asentar la afirmación política de que el Cuer-
po legisla tivo asumía un carácter directivo que, en 
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mas al enunciado de Montesquieu se puede 
observar que mientras la potestad legislati-
va se individua conforme a un criterio for-
mal, en cambio, la potestad ejecutiva y ju-
dicial se tipifican de acuerdo con un crite-
rio material: derecho de gentes y derecho 
civiL El único aspecto que podría conside-
rarse correlativo en ese sistema de clasifi-
cación es el de entender que la potestad le-
gislativa fija las normas y el ejecutivo se 
limita a aplicarlas. Esta afirmación, sin em-
bargo, no casa con el pensamiento y la ex-
posición de Montesquieu, pues, por una par-
te, la separación de poderes en su formula-
ción originaria no es compatible con la su-
misión del poder ejecutivo al legislativo; 
y, por otra parte, el contenido de la potes-
tad ejecutiva no es susceptible de ser so-
metida al legislativo, ya que hacer la paz o 
la guerra, enviar o recibir embajadores, pre-
venir las invasiones no constituye precisa-
mente una actividad normativa 16. 
Unicamente puede hablarse de una cierta 
coherencia entre lo legislativo y lo judicial 
-corno actividades de gobierno- cuando 
se indica que es competencia de esta última 
la de castigar a los criminales. En este caso, 
realidad, pertenecía más bien a aquél. Pero una cosa 
es sostener que quien debe gobernar no es un Rey, 
sino una Cámara, y otra COsa es emplear el artificio 
de ocultar la función de gobierno detrás de la panta-
lla de lo que sólo es instrumento; a saber: la fun-
ción legislativa. Hay que volver en este punto al vie-
jo aforismo de que Rex est lex. El acto principal de 
gobierno es la ley, por lo mismo que es el mandato 
general superior que puede dirigirse a una comunidad. 
Quien legisla es quien gobierna: esa curiosa sustitu-
ción de términos, según la cual había, por un lado, 
función legislativa, y por otro, función de gobierno, 
aparte de la ejecutiva, no resiste al examen más lige-
ro" (GUASP, El Derecho político como derecho de go-
bierno, en "Homenaje a Nicolás Pérez Serrano", T. 
n, Madrid, 1959, p. 95, n. 33). 
16. "Resulta claro -dice García de Enterría- que a 
este poder se atribuye únicamente una función de 
relación y de defensa externa o internacional, con la 
sí cabe hablar de una ley que determine los 
delitos y las penas y de una actividad judi-
cial que aplique esta ley a los que la infrin-
jan, imponiéndoles la pena legalmente es-
tablecida. Incluso esta relación que podría 
aplicarse también a la actividad judicial en 
materia civil -el juez aplica la ley a la si-
tuación litigiosa entre particulares- no nos 
parece adecuada, ya que no se trata propia-
mente de una actividad de gobierno. Cuan-
do el Estado o los órganos rectores de una 
sociedad asumen esta función, realizan una 
función sustitutiva, ya que originariamente 
esta función puede ser desempeñada por 
particulares elegidos por las partes en litigio 
(arbitraje, iudex priva tus) 17. 
La pregunta que surge espontánea ante la 
fórmula propuesta por Montesquieu es la 
siguiente: ¿ quién aplica lo que legisla el po-
der legislativo? Es evidente que tal aplica-
ción no corresponde al ejecutivo, ya que su 
competencia material se refiere a una serie 
de cuestiones -derecho de gentes- que 
caen fuera de la competencia del legislativo. 
Hay que pensar que la actividad del legis-
lativo -según esta concepción- se limita 
a regular el comportamiento de los ciuda-
umca excepclOn de establecer la seguridad, que en 
su imprecisión puede tener también una aplicación 
interior. Es evidente que Montesquieu ha traducido co-
mo poder ejecutivo el antiguo poder federativo de 
Locke. QU'~ esto es así resulta más claro si no olvi-
damos el dato que luce en la primigenia denomina-
ción de este poder: puissance exécutrice des choses 
qui dépendent du droit des gens, y recordamos que 
droit des gens tenía para Montesquieu el sentido téc-
nico y precis0 de la época como derecho internacional, 
según manifiesta expresamente en un lugar anterior 
de la misma obra" (La revolución francesa y la emer-
gencia histórica de la Administración contemporánea, 
en "Homenaje a D. Nicolás Pérez Serrano", Madrid, 
1959, p. 213) . . 
17. Sobre la función judicial como auctoritas y no 
como potestas, vid. CARRERAS, Las fronteras del juez, 
en "Estudios de Derecho Procesal" (Fenech y Carre-
ras), Barcelona, 1962, pp. 110 y ss. 
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danos no tanto en sus relaciones con los 
órganos de gobierno, como a las relaciones 
jurídicas entre particulares o, como el pro-
pio Montesquieu denomina, al derecho civil. 
En este sentido, el legislativo -complemen-
tado con el judicial- parece entenderse 
más como regulador y componedor de inte-
reses particulares controvertidos, que como 
dirección del grupo social en orden a la con-
secución de unos fines colectivos. ¿No su-
pone esto que la función de gobierno queda 
excluí da o, al menos, muy difuminada en la 
forrrlUlación tripartita del poder propuesto 
por Montesquieu? 
La respuesta, en nuestra opinión, es afirma-
tiva, al menos si se entiende la función de 
gobierno como la dirección del grupo so-
cial, como tal colectividad, en su vertiente 
puramente interna. Es cierto que esta ex-
clusión -percibida en la teoría de Montes-
quieu- ha sido subsanada en su aplicación 
práctica; ya que, aceptando formalmente el 
esquema de la separación de poderes e, in-
cluso, la propia terminología, se ha dotado, 
sin embargo, a.l ejecutivo de unas funciones 
que nada tienen que ver con las enunciadas 
por Montesquieu 18. 
Pero ha sido precisamente la evolución, tan-
to teórica como práctica, de aquella tesis la 
que ha puesto más en evidencia su falta de 
viabilidad. Aunque los ejes básicos del mo-
derno Estado de Derecho todavía se asien-
tan en la clásica división de poderes, hace 
tiempo ya que la doctrina ha criticado y 
18. Así lo expresa con claridad García de Enterría 
qUien después de examinar la tesis de Montesquieu 
afirma: "la idea de Estado que acabaq¡.os de exponer 
no aloja en su estructura, ni propiamente le da ca-
bida, a una Administración como la que el Estado 
absoluto había erigido en su postrera fase y como la 
que hoy estamos habituados a conocer. Dentro del es-
quema ley, tribunales y orden público, sólo esto úl-
puesto de relieve los defectos radicales de 
tal sistema. Con gran claridad expone Finer 
esta situación: «En los últimos tiempos la 
vieja separación de poderes ha sido atacada 
por escritores teóricos y la experiencia ac-
tual ha demostrado que es insostenible. Se 
ha demostrado que el Parlamento no siem-
pre se relaciona del mismo modo con el pro-
grama político en general y con frecuencia 
elabora reglas específicas y enormemente 
detalladas respecto a la organización depar-
tamental y local, y sus funciones; de este 
modo lleva a cabo un trabajo cuyo adecua-
do conocimiento técnico sólo es posible pa-
ra los funcionarios administrativos. Tam-
bién se ha demostrado que el cuerpo legis-
lativo permite cada vez más ]a acción del 
ejecutivo para que se ocupe de los estatutos 
en los grandes sectores, y estos sectores son, 
ni más ni menos, que la legislación secun-
daria o subordinada, es decir reglas gene-
rales regidas por la autoridad del estatuto. 
Con el desarrollo, en cuanto a cantidad y 
naturaleza técnica, de los hechos que son 
objeto de la legislación y la necesidad de 
una flexibilidad y continuidad en la adminis-
tración del programa, la delegación de pode-
res a los organismos administrativos se ha 
extendido ampliamente. La cuasi legisla-
ción parlamentaria tiene dos variantes bá-
sicas: la promulgación de las órdenes y re-
glamentos generales, conocidas a veces por 
subdelegación o facultad de dar decretos, y 
la facultad de dictar órdenes que lleva con-
timo refiere una porción mínima de esta Administra-
ción, cuyo más importante complejo de funciones es 
remitido íntegramente en esta concepción al juego 
libre del concurso social. Entre el universo de poderes, 
tan cuidadosamente catalogados y caracterizados no 
se encuentra uno equiparable a la Administración de 
régimen administrativo propiamente tal" (o. c., p. 215). 
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sigo la aplicación de las leyes respecto de 
casos específicos de ejecución. Los departa-
mentos administrativos poseen poderes ju-
diciales por estatuto. Poderes para purgar 
situaciones complicadas y proyectos políti-
cos públicos que conciernen a los indivi-
duos y asociaciones respecto de los que se 
puede o no apelar a los tribunales ordina-
rios. Y, finalmente, los tribunales ordina-
rios interpretan de un modo u otro la lega-
lidad estatutaria o el poder ejecutivo. Los 
análisis sobre este tema han sido tan ex-
tensos y profundos que no se pueden re-
producir aquí» 19. 
5. La función de gobierno y la división de 
poderes 
La reproducción de este texto nos exime de 
realizar un examen más detallado de las 
consecuencias prácticas de la división de 
poderes o de aportar el peso de otras auto-
ridades en la materia. La crisis del sistema 
es patente y los autores se afanan en bus-
car otro que lo sustituya o, al menos, lo 
perfeccione. Pero lo que ahora nos interesa 
de modo particular es indagar dónde se en-
cuentra, dentro de este sistema, la función 
de gobierno. En realidad la tarea no es fá-
cil, hasta el extremo de que se intenta si-
tuar al margen de tales poderes, cuando se 
afirma, por ejemplo, que «junto a las fun-
ciones normativa, administrativa y judicial, 
se viene madurando una función de direc-
ción política, una función de gobierno» 20. 
Se observa en esta afirmación un proceso 
19. FINER, O. C., pp. 140-141. 
20. GARCÍA TRE"VIJANO, o. e., p . 44. 
21. O. c., pp. 44-45 
22 . GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho administrati-
vo, r, 2." ed., Madrid, 1961, p. 42. 
23. Respecto a lo judicial creemos que tan sólo pue-
evolutivo de notable interés respecto al con-
cepto de gobierno que hemos tomado como 
punto de partida. Aparentemente, no se tra-
ta de un concepto genérico que abarque 
aquella actividad necesaria para alcanzar 
Jos fines colectivos del agregado social. Se 
recorta y circunscribe a un determinado 
sector de actividades no reconducible al le-
gislativo, judicial o ejecutivo. En realidad, 
está por encima de ellos. «En el continente 
-afirma García Trevijano- esta función 
de dirección política se plasma en lo que 
se denomina gobierno .. . La función de di-
rección política, efectivamente, tiene una 
prioridad lógica, incluso sobre la separa-
ción de poderes. Es la función que se diluye 
en cualquiera de ellos» 21. 
Abunda en · este mismo criterio Garrido Fa-
lla al afirmar: «en un sentido amplio, la 
función política o de gobierno se refiere a 
un momento de la actividad estatal anterior 
a la división o encasillamiento de la misma 
en poderes. En efecto, gobernar es, en sen-
tido amplio, conducir a la comúnidad polí-
tica al logro de sus fines esenciales, satis-
faciendo sus exigencias, y esto, está claro, 
se logra precisamente tanto dictando leyes 
como manteniendo servicios públicos, como 
haciendo la justicia en los casos concretos. 
Cualquiera de las tres clásicas funciones es-
tatales son entonces instrumentos de go-
bierno» 22. 
El análisis lógico de la función conduce a 
considerar como funciones de gobierno las 
actividades legislativa, ejecutiva y judicial 23. 
El análisis orgánico -producto de la divi-
de considerarse como actividad de gobierno cuando 
tiene como objeto la aplicación de normas de carác-
ter público, pero no cuando decide intereses litigiosos 
de carácter privado, en cuyo caso -como hemos dicho 
anteriormente- se ejerce por el Estado simplemente 
una función sustitutiva. 
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slOn de poderes- reduce el ámbito de la 
función a la actividad del órgano de go-
bierno, situada en el poder ejecutivo. Su 
identificación no siempre es fácil hasta el 
extremo de que se ha hablado de un cuarto 
poder distinto del legislativo, judicial y eje-
cutivo. Aunque esto se haya negado 24, es lo 
cierto que orgánicamente, aunque alojado 
en el poder ejecutivo, el gobierno está dife-
renciado, en algunos sistemas políticos co-
mo el español, de la Administración 25, con 
lo que se podría hablar de cuatro organi-
zaciones: legislativa, judicial, administrati-
va y de gobierno. 
Pero ¿ cuál es la función del órgano de go-
bierno? Para García-Trevijano es la de di-
rección política «que tiene como misión la 
de dirigir el grupo político hacia sus fines 
principales. Tiene también como finalidad 
la de señalar cuáles son dichos fines y pre-
parar la manera generalidada de actuar» 26. 
No obstante, señalar los fines -función de-
terminativa-y preparar su actuación 
-función aplicativa- son dos funciones 
que, si no erramos, coinciden substancial-
mente con las atribuídas a la organización 
legislativa y la administrativa. De hecho el 
gobierno participa en la función legislativa 
-presentación de proyectos de ley- e, in-
cluso, realiza directamente esta función ca-
da vez con mayor intensidad: Decretos-le-
yes y Decretos legislativos 27. La organiza-
ción legislativa, por su parte, no emana tan 
24. Cfr. GARCÍA TREVIJANO, o. c., p . 45. 
25. Cfr. GARRIDO FALLA, O. C., p. 46. 
26. 0, c., p. 45. 
27. GóMEZ ACEBO, li:l ejerCicio de la función legislati-
va por el gobierno: Leyes delegadas y Decretos-Leyes, 
en "Revista de Administración Pública", 6 (1951), pp. 
99 Y ss. 
28. "Hasta que surge el Estado de Derecho se con-
sideraba como ley toda riorma general y abstracta dic-
sólo normas generales y abstractas sino que 
también es competente para dictar leyes cu-
yo contenido no es una norma sino un acto 
concreto 28. Por su parte, la Administración 
no tiene únicamente una función ejecutiva; 
goza también de una función nQrmativa que 
se ejercita a través de la llamada potestad 
reglamentaria. 
Partiendo de la distinción entre norma y 
acto 29, se observa una curiosa interferencia 
de funciones entre el legislativo, el gobier-
no y la administración, considerados como 
unidades orgánicas diferenciadas. Todos son 
competentes para producir normas o actos 
concretos con lo que no parece posible sos-
tener que la competencia de tales órganos 
venga determinada por un criterio formal. 
Por otra parte, la función de gobierno -en-
tendida como la dirección de la comunidad 
política encaminada al logro de sus fines 
esenciales- es precisamente la actividad 
que desarrollan la organización legislativa, 
el gobierno y la administración. 
¿ Cuál es entonces la razón que justifica la: 
división de poderes -especialmente entre 
el legislativo y el ejecutivo- y que tiende 
a difuminar el contenido propio y unitario 
de la función de gobierno? Desde un punto 
de vista lógico, la división es supérfluae 
innecesaria, pues se pierde de vista la uni-
dad necesaria y esencial de la función. La 
urgencia de esta división proviene de otra 
razón: establecer unas garantías jurídicas a 
tada por el príncipe ; pero, al producirse la Revolución 
francesa, quienes la realizan exigen como tutela de 
sus derechos fundamentales, la libertad, y la propie-
dad, que sólo puede legislarse acerca de los mismos 
con su participación. Surge así la técnica de las ma-
terias reservadas y el concepto de ley formal" (EN-
TRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, Ma-
drid, 1965, pp. 103-104). 
29. Sobre este punto vid. MElLAN, La distinción entre 
norma y acto administrativo, Madrid, 1967. 
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través de la atribución de funciones de go-
bierno a órganos distintos. 
La división de poderes, por tanto, no es una 
división que nazca de la propia naturaleza 
de la función de gobierno, sino una solu-
ción práctica, un problema de garantías que 
en un proceso lógico es un «posterius», ya 
que tiene lugar en el momento de atribu-
ción de competencias a los órganos. 
Por ello, desde un punto de vista organiza-
tivo, opinamos que la división de poderes 
carece de justificación, o, como dice Guasp, 
«sencillamente no es cierto que la summa 
divisio de la actividad estatal lleve a la tri-
cotomía, sin embargo dominante, del poder 
o la función legislativa, el poder o la fun-
ción ejecutiva y el poder o la función judi-
cial. Contrariamente a lo que esta diferen-
ciación parece suponer, la actividad jurídi-
ca de un Estado, no se reparte en estas tres 
series, ya que falta en ellas una dirección 
fundamental y, en cambio, es posible com-
prender en otra sola, algunas de las que la 
componen» 30. 
6. La división de poderes y la estructura 
constitucional de la Iglesia 
La organización eclesiástica, como es sabi-
do, no asimiló el sistema de división de po-
deres. La razón de este hecho se encuentra 
en la incompatibilidad de este sistema con 
el principio constitucional de la Iglesia que 
30. GUASP, Oe c., p. 95. 
31. Cfr. SOUTO, Sugerencias para una visión actuaL del 
Derecho Administrativo Canónico, en IUS CANONI-
CUM, V (965), pp. 111-139; LóPEZ ALARCÓN, Sobre 
algunos aspectos del Derecho Administrativo de la 
Iglesia, en "Anales de la Universidad de Murcia" 
XXV (1966-67), pp. 5-28. ' 
32. "Es más -dice López Alarcón- el tratamiento 
atribuye la unidad del poder jurídico -le-
gislativo, ejecutivo y judicial- a un solo 
órgano: al Romano Pontífice a nivel uni-
versal y a los obispos diocesanos a nivel 
local. La aplicación de este princIpIO 
-aceptado unánimemente, aunque tal vez 
discutible en su formulación concreta- ha 
conducido a mantener la unidad orgánica 
del gobierno en la Iglesia. 
No han faltado, sin embargo, intentos de 
aplicación -en sede doctrinal- del siste-
ma de división de poderes a la Iglesia. La 
motivación de estas tentativas se encuentra 
en el esfuerzo de los autores encaminado a 
configurar, dentro del sistema jurídico de 
la Iglesia, aquella parte del Derecho que 
tiene por objeto la regulación jurídica de la 
Administración pública, es decir, el Derecho 
Administrativo 31. Aunque en algunos casos 
esta preocupación pueda achacarse al sim-
ple deseo de transvasar instituciones jurí-
dico-seculares al Derecho Canónico, en no 
pocos autores este intento obedece a la jus-
tificada pretensión de aplicar al Derecho de 
la Iglesia aquellas técnicas jurídicas que, 
elaboradas por los administrativistas, supo-
nen un evidente progreso en el sistema de 
garantías jurídicas de los súbditos y, en de-
finitiva, a una ordenación más racional y 
justa de la función de gobierno 32, 
La aplicación de estas técnicas no encontró 
el eco adecuado en el sistema legislativo de 
la Iglesia y, por consiguiente, la Ciencia del 
Derecho Administrativo Canónico se en-
bajo fórmulas de Derecho Administrativo de institu-
ciones y relaciones jurídicas que caen de lleno en 
esta parcela del Derecho canónico evitaría graves erro-
res en el enjuiciamiento de aquéllas, pues el Derecho 
Administrativo se constituye bajo el patrón de la jus-
ticia distributiva, que, de la mano de esta rama ju-
rídica encuentra cauces y medios adecuados para su 
revalorización y aplicación" (Sobre aLgunos aspectos 
del Dereho Administrativo de la IgLesia, o. c., p. 8), 
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'cuentra en un estado embrionario y aletar-
gado. La situación de esta rama en la cien-
cia canónica contrasta de forma evidente 
con el progreso espectacular de la Ciencia 
del Derecho Administrativo, a raíz de la im-
plantación de la división de poderes en los 
Estados modernos. Se pretende explicar es-
te fenómeno con el argumento de la inapli-
cabilidad de la división de poderes en la 
Iglesia. Este razonamiento no explica, sin 
embargo, por qué, a pesar de no haberse 
aplicado la división de poderes en la Igle-
sia, sin embargo, la función judicial ecle-
siástica ha sido objeto de un notable pro-
greso científico, dando lugar a una ciencia 
autónoma como es el Derecho Procesal Ca-
nónico. 
En realidad se ha pretendido justificar esta 
situación en base a la inexistencia de órga-
nos específicamente administrativos, lo que 
hace particularmente difícil determinar los 
actos administrativos. Tales dificultades son 
lógicas hasta cierto punto, ya que esa orien-
tación predetermina un peculiar concepto 
de Derecho Administrativo: actos adminis-
trativos son los que emanan de un órgano 
administrativo. Esta afirmación, sin embar-
go, aparte de insuficiente, no explica satis-
factoriamente la ausencia de un Derecho 
Administrativo Canónico, ya que existe un 
suficiente número de órganos administrati-
vos -aunque no aparezcan denominados 
como tales, su competencia es claramente 
administrativa-, cuya actuación podría ser 
estudiada y elevada a nivel de Ciencia autó-
noma. 
En nuestra opinión el problema es otro. 
Cuando se dice que la actividad administra-
tiva es la que desarrollan los órganos ad-
ministrativos se está haciendo una afirma-
ción hasta cierto punto verdadera, pero in-
completa, al menos, desde el punto de vista 
del Derecho. En efecto, lo que interesa pri-
mordialmente al Derecho es el régimen ju-
rídico y las técnicas jurídicas de esa activi-
dad administrativa. Al no adoptar estas téc-
nicas jurídicas, propuestas por la moderna 
ciencia del Derecho Administrativo, se ex-
plica que esta rama jurídica no haya pro-
gresado en la Ciencia Canónica. Y aquí re-
side la diferencia fundamental con el De-
recho Procesal. La función judicial eclesiás-
tica adoptó las técnicas jurídicas elabora-
das por el Derecho Romano y, posterior-
mente, aunque con cierta timidez, las ela-
boradas por la moderna Ciencia Procesal. 
La autonomía científica de esta rama del 
Derecho Canónico y su desarrollo no se ha 
visto obstaculizado por la ausencia del sis-
tema de división de poderes. Por ello, ale-
gar que la ausencia de este sistema es la 
causa de la situación precaria del Derecho 
Administrativo Canónico no deja de ser un 
sofisma. La causa real es la ausencia en el 
ordenamiento canónico de las técnicas jurí-
dico-administrativas que han sido elabora-
das por el Derecho Administrativo. 
y no queremos decir con esto que la ausen-
cia de esta rama jurídica en el sistema ca-
nónico sea un mal grave en sí mismo, por-
que en definitiva el Derecho Administrativo 
de corte continental es una forma de con-
cebir jurídicamente un aspecto de la fun-
ción de gobierno, pero no abarca toda la 
función de gobierno. Lo que sí me parece 
más grave es que no exista una Ciencia ju-
rídica del gobierno eclesiástico o, más con-
cretamente, que la legislación canónica ha-
ya ignorado, en gran parte, la regulación 
jurídica de la función de gobierno. Porque, 
si nos atenemos a la realidad normativa vi-
gente, todo el esfuerzo del legislador en 
esta materia se ha orientado a determinar 
legalmente el sistema organizativo del go-
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bierno eclesiástico, pero cuando tratamos 
de indagar esta misma regulación sobre la 
acción de gobierno nos encontramos con 
normas aisladas y fragmentarias que con-
templan la propia actividad interna de la 
organización, -lo que podríamos denomi-
nar ordenamiento organizatorio-, pero con 
olvido total de las garantías jurídicas de los 
destinatarios de esa función. 
El olvido de la dimensión relacional de la 
función de gobierno que implica la existen-
cia como sujeto de esa relación a la comu-
nidad (súbditos o destinatarios de la fun-
ción de gobierno) constituye una versión 
unilateral de la función. Y, desde un punto 
de vista jurídico, la ausencia casi total de 
interés, ya que la relación jurídica que en-
traña la acción de gobernar aparece sub-
vertida por la posición de plena supremacía 
33. Como reflejo de esta situación cabe recordar aquí 
que la propia doctrina canónica se planteó como pro-
blema la existencia de derechos subjetivos en la Igle-
sia (entre otros, vid. JEMOLO, Esiste un diritto dei fe-
deli ai sacramenti?, en "Rivista di Diritto Pubblico", 
VII (1913), pp. 133-147 ; FEDELE, Discorso general e 
suU'ordinamento canonico, Padova, 1941, pp. 158-170; 
ID., n problema del diritto soggettivo e dell'azione in 
reLazione al problema deHa distinzione tra diritto 
pubblico e diritto privato nell'ordinamento canonico, 
en "Acta Congressus Internationalis Iuris Canonici", 
Romae, 1953, pp. 116-126; CIPROTTI, De 'iJocabulorum 
usu ad ius subiectiDum designandum in Codice iuris 
canonici, en "Acta Congressus .. . ", o. c., pp. 57-61; DE 
LUCA, I diritto fondamentali deU'oumo nell'ordinamen-
to canonico, en ."Acta Congressus ... ", o. c., pp. 88-103; 
OLIVERO, In torno al problema del diritto soggetivo 
nell'ordinamento canonico, Torino, 1948; ONCLIN, Con-
siderationes de iurium subiectivorum in Ecclesia fun-
damento ac natura, en "Acta Congressus ... " , o. C., pp. 
211-226; etc ... Para un nuevo planteamiento del tema 
vid. PRIETO, Los derechos subjetivos públicos en la 
Iglesia, en "Iglesia y Derecho", Salamanca, 1965, pp. 
325-361>. Superada esta situación y en base 11 la doc-
trina conciliar, la canonística actual ha ido más lejos 
y dando por sentada la existencia de derechos subje-
tivos, se ha preocupado de enumerar y estudiar los 
derechos de los fieles (vid. LOMBARDÍA, Los laicos en el 
Derecho de la Iglesia, IUS CANONICUM, VI (1966), 
de uno de los sujetos y la falta de dimen-
sión jurídica del otro sujeto de la rela-
ción 33. 
Si el estudio de la función de gobierno, des-
de un punto de vista jurídico, puede tener 
interés en sí mismo, no cobra, sin embargo, 
el momento álgido de su atractividad mien-
tras no se sitúa en su dimensión relacional y 
justa y se delimita la protección jurídica de 
los destinatarios ante la posible desviación 
o abuso del poder. Y ello, porque lo que 
interesa jurídicamente de la función de go-
bierno es -como en cualquier otra mani-
festación social- el «iustum»: la justifica-
ción, no la eficacia. 
En este sentido, las técnicas jurídicas naci-
das al amparo o como consecuencia del sis-
tema de separación de poderes: el princi-
pio de legalidad y la jerarquía de normas, 
pp. 339-374; DEL PORTILLO, Fieles y laicos en la Igle-
sia, Pamplona, 1969; HERVADA-LoMBARDÍA, El Derecho 
del Pueblo de Dios, l. Introducción. La constitución de 
la Iglesia, Pamplona, 1970, pp. 277 Y ss. GONZÁLEZ DEL 
VALLE, Los derechos fundamentales del fiel. Alcance y 
operatividad del concepto (pro manuscrito), Pamplona, 
1971. Particularmente interesante por el enfoque origi-
nal y el nivel de conocimiento en que se sitúa -nivel 
fundamental- es la obra de VILADRICH, Teoría de los 
derechos fundamentales del fiel. Presupuestos críticos, 
Pamplona, 1969). La declaración o el reconocimiento 
de derechos subjetivos, sin embargo, puede ser inope-
rante si no se provee a su adecuada protección jurídi-
ca. Esta es la gran tarea que se espera del legislador 
en un momento tan importante como el actual en el 
que se va a proceder a la promulgación de una ley 
fundamental y a la revisión del Código de Derecho 
Canónico (sobre la protección jurídica de los derechos 
subjetivos vid. DE ECHEVERRÍA, La defensa procesal 
del derecho en el ordenamiento canónico, en "Acta 
Congressus ... ", o. c., pp. 62 Y ss. Desde el punto de 
vista del control jurisdiccional del poder eclesiástico 
vid. LEFEBVRE, Le contróle jurisdictionnel des actes 
administratifs en droit canonique, en "Acta Congres-
sus ... ", o. c., pp. 153-159; LÓPEZ ALARCÓN, El abuso 
del derecho en el ordenamiento canónico, en IUS 
CANONICUM, IX (1969), pp. 121-155; SOUTO, El re-
glamento del Tribunal Supremo de la Signatura Apos-
tólica, en IUS CANONICUM, IX (1969), pp. 521-537. 
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el procedimiento administrativo y el con-
trol jurisdiccional, etc., interesan al Dere-
cho -independientemente del propio siste-
ma de división de poderes-, porque preten-
den encuadrar la función de gobierno en un 
orden justo, donde el súbdito encuentre la 
necesaria protección jurídica. 
Pero ¿ es posible aplicar estas técnicas jurí-
dicas, sin el presupuesto de la separación 
de poderes? En nuestra opinión no cabe la 
menor duda. Una muestra clara de esta po-
sibilidad se encuentra en la implantación 
del principio de control jurisdiccional en la 
Curia Romana, establecido por la Regimil1i 
Ecclesiae Ul1iversae. Sin alterar los presu-
puestos constitucionales de unidad de po-
der, residenciado en el Romano Pontífice, 
se ha atribuído a la Signatura Apostólica la 
competencia para conócer de los recursos 
presentados contra los actos administrati-
vos emanados por los dicasterios de la Cu-
ria Romana. Es decir, se ha aplicado la téc-
nica jurídica -control jurisdiccional- sin 
modificar el presupuesto básico -unidad 
de poder-o Lo mismo puede decirse de 
otros proyectos contenidos en los princi-
pios directivos para la reforma del CIC, co-
mo es el principio de legalidad 34 y la ins-
tauración del procedimiento administrati-
vo, o, desde un punto de vista doctrinal, la 
determinación del principio de jerarquía de 
fuentes; principio que puede encontrar su 
apoyatura legal en la anunciada promulga-
ción de una ley fundamental para la Igle-
sia 35. 
34. Sobre este tema vid. HERRANZ, De principio lega-
litatis in exercitio potestatis ecclesiasticae, en "Acta 
Conventus Internationalis canonistarum", Romae, 1970, 
pp. 221 Y ss.; MALDONADO, Los juristas ante el momen-
to actual del Derecho Canónico, en IUS CANONICUM, 
21 (971), pp. 51-52. 
35. Cfr. LOMBARDÍA, Una ley fundamental para la 
Iglesia, en IUS CANONICUM, VIII (1968), pp. 325-
Este conjunto de técnicas jurídicas, cuya 
elaboración y desarrollo ha sido debido a 
los progresos de la ciencia jurídica, subsi-
guientes a la aplicación del principio de 
división de poderes en el moderno consti-
tucionalismo político, eran consideradas 
-hace algunos años- como inaplicables al 
Derecho Canónico. La objeción se basaba en 
la estrecha relación existente entre estas 
técnicas jurídicas y la división de poderes; 
y siendo este principio esencialmente con-
trario a la constitución de la Iglesia era 
lógico concluir que tales técnicas no po-
drían ser incorporadas al ordenamiento ca-
nónico. 
Hace ya algunos años propusimos la posi-
bilidad de asimilar y recibir estas técnicas 
en el ámbito canónico 36. Su recepción es 
viable si se adopta, en lugar de la separación 
de poderes, la distinción de funciones. El 
principio de legalidad, por ejemplo, no exi-
ge que el poder legislativo y el poder ejecu-
tivo estén separados; lo que se requiere, 
simplemente, es que el acto ejecutivo se 
ajuste a la predeterminación legal. Si un 
mismo órgano es competente para promul-
gar leyes y aplicarlas, esto no empece la 
viabilidad del principio de legalidad, ya que 
no se ve razón para que al emanar un acto 
administrativo este acto no esté sometido a 
la ley. El problema principal que se plantea 
al respecto reside en la calificación de los 
actos promulgados por un órgano, es de-
cir, si un acto es legislativo o administra-
tivo. La distinción es fácil cuando proceden 
347; no considera necesaria la promulgación de esta 
ley fundamental para aplicar estas técnicas jurídicas 
MALDONADO, Los juristas ante el momento actual. .. , 
O. c., pp. 60-62. 
36. Vid. SOUTO, Swgerencias para una visión actual 
del Derecho administrativo canónico, en IUS CANO-
NICUM, V (965), pp. 111 y ss. 
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de órganos distintos, ya que por una simple 
aplicación del criterio orgánico se viene a 
saber que un acto emanado por el poder 
legislativo es una ley y si proviene de un 
órgano de la Administración estamos en 
presencia de un acto administrativo 37. Esta 
distinción, sin embargo, obedece más a un 
criterio extrínseco -órgano productor del 
acto- que a un criterio intrínseco -natu-
raleza del acto- 38. 
Así resulta que el legislativo produce actos 
de aplicación inmediata o ejecutivos, que 
no se reputan actos administrativos, mien-
tras que la Admihistración es competente 
para dictar actos normativos (reglamentos, 
etc.), que, sin embargo, no se consideran 
legislativos. La distinción entre actos-regla 
y actos concretos o aplicativos, se oscurece 
por la interferencia del criterio orgánico, 
que es el que en definitiva prevalece- en 
el sistema de separación de poderes- en el 
momento de precisar la calificación de los 
actos públicos. 
No obstante, el hecho de que prevalezca 
este criterio en la actualidad no significa 
que sea el mejor, ni el más acertado. Por 
el contrario, ha sido la propia doctrina ad-
ministrativa quien ha puesto de relieve las 
incoherencias que encierra este criterio. 
37. Esta distinción, sin embargo, no es fácil en De-
recho Canónico. "En el aspecto orgánico, en vista de 
la indiferenciación de poderes que domina en el De-
recho Canónico, el acto administrativo puede emanar 
de cualquier órgano provisto de potestad de jurisdic-
ción, incluida la potestad dominativa pública. Para 
la calificación de la administratividad del acto habrá 
que atender, por lo tanto, a la función del órgano 
deducida de la posición jurídica adoptada al decidir, 
que no esotra que la anteriormente definida, en la 
que destacan las notas de imperatividad, autonomía 
ejecutiva, inmediatividad, fin o causa y sujeción de 
órgano o súbdito. El Papa y los Obispos, asi como sus 
respectivas Curias, pueden producir actos jurídicos 
indiferenciadélmente, el Papa solo o en Colegio, sin 
limitación y los otros órganos dentro de los límites 
Por ello, conviene aclarar que el criterio 
orgánico no es el único ni el mejor -qui-
zás sea el más simple- en orden a distin-
guir los actos públicos. Queda como crite-
rio principal el material, es decir, la deter-
minación por razón de su naturaleza, que 
puede armonizarse eficazmente con el crite-
rio formal. 
La ausencia de la división de poderes, y en 
consecuencia, del criterio orgánico no es 
óbice para una calificación y distinción efi-
caz de los actos públicos. Un acto-norma es 
intrínsecamente distinto de un acto de apli-
cación; si a eso se añade la posibilidad de 
un procedimiento adecuado para su elabo-
ración y pronunciamiento nos encontrare-
mos con que la posibilidad de distinguir los 
actos se hará factible por la \ combinación 
armónica del criterio material y del criterio 
formal. 
El hecho de que el principio de legalidad 
no haya tenido la vigencia deseada en la 
Iglesia -tienen plena vigencia en la rama 
procesal y, en parte, en la penal- se debe 
no tanto a la ausencia de la separación de 
poderes en el sistema canónico, sino a otras 
razones más concretas. En primer lugar, la 
ausencia de un precepto que subordine la 
actividad ejecutiva a la legislación; en se-
de su competencia. No sirve, pues, el criterio subje-
tivo para separar lo judicial de lo administrativo 
y para ello habrá que tener en cuenta la naturaleza 
del acto creador de una relación de derecho público, 
como medio más adecuado para identificar la función 
administrativa" (LÓPEZ ALARCÓN, El abuso del dere-
cho .. . , o. c., pp. 136-137). 
38. " ... el concepto de derecho administrativo y, con-
siguientemente el de acto administrativo, es eminen-
temente subjetivo y formal, pero no material. Por ello, 
los reglamentos, en sus diversas facetas, son a~tos ad-
ministrativos, mientras que no lo son los actos con-
cretos en materia administrativa emanados del poder 
legislativo y del judicial" (GARCÍA TREVIJANO, O. c., 
p. 154, vol. ID. 
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gundo lugar, a la ausencia de una doctrina 
solvente sobre la naturaleza y clasificación 
de los actos públicos; y en último lugar, a 
la confusión que, a nivel central, se observa 
acerca de la potestad del Romano Pontífice. 
El hecho de que el Romano Pontífice «pue-
de hacerlo todo» se interpreta como que 
puede realizar actos ejecutivos contrarios a 
la legislación vigente y, lo que es más lla-
mativo, cualquier acto emanado por un 
órgano de la Curia Romana -si media la 
aprobación genérica o específica- goza de 
la misma prerrogativa 39. La acumulación 
de estos factores es lo que contribuye a di-
ficultar la distinción de funciones y, como 
consecuencia, la aplicación de las técnicas 
jurídicas a que antes nos referimos. 
7. El sistema de concentración de poderes: 
pOSibilidades actuales 
Si nos atenemos a un criterio formal, el 
ejercicio de la función de gobierno se redu-
ce a un doble aspecto: determinación de 
los fines y formas de consecución (ordena-
ción general de la actividad de gobierno) 
y aplicación de estas disposiciones genera-
les. La realización de la función de gobier-
no tiene lugar, en consecuencia, a través 
de un doble tipo de actos: actos-normas y 
actos concretos. Las técnicas de ejercicio 
de esta actividad deberán ordenarse, por 
tanto, a hacer viable este tipo de actos. En 
términos generales, esta doble actividad es 
reconducible a la distinción entre función 
legislativa (en la que habría que incluir, no 
sólo las leyes, sino también los reglamentos, 
decretos y demás disposiciones generales 
que tengan un contenido normativo) y la 
función ejecutiva (comprendiendo tan sólo 
los actos concretos). 
Esta distinción, como antes hemos obser-
vado, no implica -desde un punto de vista 
formal- la separación de las funciones, por 
lo que, desde esta perspectiva, . es posible 
mantener una concepción unitaria de la 
función de gobierno. Por otra parte, es po-
sible también aplicar las técnicas jurídicas 
que suponen una garantía y protección de 
los derechos subjetivos, manteniendo la 
idea de unidad de gobierno. Interesa ahora 
conocer si es posible conservar esta unidad 
cuando se procede a una distribución orgá-
nica de las funciones, es decir, si la unidad 
de gobierno es factible desde un punto de 
vista subjetivo. 
Desde un punto de vista orgánico, el siste-
ma de gobierno admite una doble versión: 
concentración y separación. Por el primero, 
todos los poderes quedan asumidos en un 
mismo sujeto; por el segundo, los poderes 
se dividen en virtud de una atribución par-
cial de los mismos a sujetos diversos. Este 
último sistema parte del supuesto de la ne-
cesidad de un equilibrio de poderes, de tal 
forma que los abusos de mio de los titu-
lares del poder queden contrarrestados por 
la intervención de los otros sujetos. No ha-
ce falta subrayar que este último sistema 
ha sido el que ha inspirado los sistemas 
políticos modernos. Interesa, sin embargo, 
conocer si el sistema de concentración es 
viable jurídicamente; es decir, ¿puede arbi-
trarse un sistema de técnicas y procedi-
mientos que respetando la concepción ' uni-
taria del poder -también desde un punto 
de vista subjetivo- garantice una acción 
de gobierno justa y, por ende, brinde la 
39. Cfr SOUTO, El reglamento del Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica, en rus CANONrCUM, IX 
(1969), pp. 530 ss. 
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adecuada protección jurídica a los súbdi-
tos? 
Opinamos que se puede responder afirma-
tivamente y, por tanto, mantener la tesis de 
la viabilidad del sistema de concentración, 
si se tienen en cuenta los siguientes princi-
pios: 
a) Distribución organlca de funciones por 
áreas ma,teriales 
La explicación de este principio exige una 
aclaración previa. Cuando se habla del sis" 
tema de separación se entiende que los su-
jetos que ostentan la titularidad del poder 
legislativo, judicial y ejecutivo deben ser 
distintos. En nuestra opinión, el poder ju-
dicial no constituye propiamente una fun-
ción de gobierno, por lo que cuando nos re-
ferimos al sistema de concentración limi-
tamos su contenido al legislativo y al eje-
cutivo. Es decir, el contenido de la función 
de gobierno comprende los actos-norma y 
los actos concretos o, lo que es lo mismo, 
la función determinativa y la aplicativa. 
Por otra parte, cuando se afirma que am-
bas . funciones deben coexistir -concentra-
ción- como competencia propia de un 
mismo órgano, no se excluye la posibilidad 
de una des concentración de funciones, es 
decir, que sean varios órganos -con com-
petencia previamente delimitada- los que 
compartan la titularidad de la función de 
gobierno. Con esto se quiere decir que el 
sistema de concentración no excluye, en 
nuestra opiriión, que el titular de lá función 
sea un órgano, sino una organización que 
abarque una serie de órganos diversos rela-
cionados entre sí por los principios de je-
rarquía y coordinación. 
Pues bien, el primer principio que propo-
nemos sugiere la distribución de funciones 
entre órganos distintos de acuerdo con un 
criterio material. Las funciones se atribu-
yen a los órganos por áreas materiales 
-educación, sanidad, orden público, etc.-
en lugar de atribuir funciones formales: ac-
tos norma o actos concretos. Cualquiera de 
estos órganos puede dictar actos-normas o 
actos concretos. En realidad, esta afirma-
ción no es tan novedosa COlTIO puede pare-
cer ya que es habitual que algunos órganos 
de gobierno -consejo de ministros, depar-
tamentos ministeriales- sean competentes 
en la actualidad para dictar indistintamente 
actos norma (reglamentos, decretos, etc.) y 
actos concretos (actos administrativos). La 
diferencia estriba en que la actividad de es-
tos órganos está limitada por la actuación 
normativa de un órgano externo -Parla-
mentos, etc.- a la organización adminis-
trativa de la que forman parte. Esta inje-
rencia que rompe, o al menos limita consi-
derablemente, la unidad de la acción de 
gobierno es la que pretendemos excluir con 
la presente exposición. Se podrá argüir, 
evidentemente, que la intervención de ese 
órgano estableciendo una normativa supe-
rior vinculante es la que garantiza la vi-
gencia del principio de legalidad y excluye 
la arbitrariedad a que puede conducir que 
un órgano sea al mismo tiempo competen-
te en orden a la regulación y a la aplicación. 
La objeción es patente, pero entendemos 
que se palía hasta desaparecer por la apli-
cación de los principios que expondremos 
sucesivamente. El principio que acabamos 
de enunciar -el primero de ellos- pre-
tende tan sólo fundamentar la unidad de 
gobierno y residenciarla en una organiza-
ción que admite la distribución orgánica de 
funciones por áreas materiales de activida-
des. 
198 JOSE ANTONIO SOUTO 
b) Jerarquía orgánica 
La existencia de una serie de órganos di-
versos con distintas competencias materia-
les -absolutas o relativas- puede condu-
cir a la disgregación y a la anarquía. El 
principio que impide que esto ocurra -por 
lo menos en teoría- y hace que estos ór-
ganos constituyan una organización es el 
principio jerárquico. En virtud de este prin-
cipio se establece la subordinación de los 
órganos a un órgano superior común que 
hace posible la unidad de régimen y de ac-
ción de los diferentes órganos. 
Aunque los órganos -producto de la des-
concentración explicada en el principio an-
terior- sean iguales entre sí y no se en-
cuentren subordinados mutuamente -pue-
de existir esta subordinación cuando exis-
ten varios órganos con la misma compe-
tencia material-, sin embargo, la existen-
cia de un órgano superior común permite 
la unidad y coordinación de la actividad or-
ganizativa. 
La competencia de este órgano supremo 
~aparte de los mecanismos que se derivan 
de la relación jerárquica: control, avoca-
ción, etc.- se distingue de la competencia 
de los demás órganos por un criterio cuan-
titativo, no cualitativo. El órgano supremo 
tiene toda la competencia material de los 
demás órganos, pero limitada conforme a 
un criterio cuantitativo. Es decir, sólo po-
drá intervenir en aquellas cuestiones en que 
previamente se haya determinado y que de-
berán estar presididas por la idea de coor-
dinación -unidad de acción- y por el gra-
do de importancia. 
Su competencia -determinativa y aplica-
tiva- supone el «techo» de la competencia 
de los órganos inferiores y sus resoluciones 
-tanto generales como singulares- un lí-
mite a la acción de los mismos, ya que, en 
virtud de la relación jerárquica, tales ac-
tuaciones son vinculantes para los órganos 
inf~riores. De esta forma, la posible discre-
cionalidad de los órganos desconcentrados 
-en virtud del primer principio- queda 
aminorada por la presencia y actuación 
-actos norma y actos concretos- del ór-
gano supremo que condiciona y limita la 
actividad · del órgano inferior que deberá 
ajustarse a las disposiciones generales y 
singulares de aquél. 
Dada la competencia del. órgano supremo, 
parece aconsejable que dicho órgano tenga 
carácter colegial, si bien hay que tener en 
cuenta que la experiencia ha demostrado 
frecuentemente que los órganos de gobier-
no colegiado desembocan en órganos uni-
personales. En cualquier caso, teóricamen-
te sería aconsejable la forma colegial. Su 
composición, por otra parte, puede ser bien 
el resultado de la integración de los titula-
res de los órganos inferiores, bien por la 
incorporaclOn de personas distintas de 
aquéllas. Esta última forma también pare-
ce la más oportuna, si bien no es desecha-
ble tampoco una forma mixta. 
e) Aplicación de técnicas iuspublicistas 
La aplicación del segundo principio -je-
rarquía orgánica- limita, en gran parte, 
la discrecionalidadde los órganos inferio-
res, pero se puede objetar que tal discre-
cionalidad simplemente se traslada a un 
órgano superior. La objección, en cierto 
modo, es cierta, pero no cabe la menor du-
da de que -aparte de que la discrecionali-
dad, en mayor o menor medida es conna-
tural con la acción de gobierno- la rectitud 
de la función de gobierno atribuida a ese 
órgano supremo dependerá principalmente 
de la composición del mismo, según hemos 
indicado anteriormente. 
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No obstante, entiendo que este margen de 
libertad de acción ~lo temible no es la dis-
crecionalidad sino su mal uso- puede pa-
liarse con la aplicación de algunas técnicas 
jurídicas de uso y solvencia reconocida en 
la realidad jurídica actual. Estas técnicas 
son compatibles con un sistema de concen-
tración, pues, como se ha dicho antes, si 
bien han nacido al amparo del sistema de 
separación de poderes, no requieren este sis-
tema como presupuesto indispensable para 
su aplicación. 
Así, el principio de jerarquía de normas 
impedirá que normas de rango inferior de-
roguen o vulneren otras de rango superior. 
La distinción de normas conforme a este 
criterio jerárquico podrá establecerse en 
función de los requisitos formales de proce-
dimiento y promulgación así como por ra-
zón del órgano que dicta el acto. De esta 
forma, aún cuando todos los órganos tengan 
competencia para emanar actos-norma, se 
puede establecer que sólo algunos órganos 
sean competentes para dictar normas de un 
determinado rango, dentro del sistema je-
rárquico que se establezca. Sería normal 
pensar que las normas de máximo rango tan 
sólo pueda emanarlas el órgano supremo. 
Junto a este criterio, es fundamental, sin 
embargo, determinar con precisión la natu-
raleza de cada norma y su rango jerárquico, 
de acuerdo con un criterio formal, el más 
claro para evitar toda posible confusión. 
Fijada la norma, la actividad del órgano 
-aunque sea el mismo que la ha dictado-
queda supeditada a aquélla, de tal forma 
que el acto concreto debe ser consecuencia, 
en su contenido, del acto-norma. Por otra 
parte, tampoco se ve obstáculo alguno para 
la aplicación al sistema que proponemos 
del principio de legalidad, en su dimensión 
más amplia: todo acto concreto debe ser 
congruente con los actos-normas, cualquiera 
que sea su rango jerárquico. 
Los órganos, por otra parte, en el ejercicio 
de su función pueden estar igualmente so-
metidos a un procedimiento establecido nor-
mativamente. Los actos-normas debetán se-
guir un procedimiento de elaboración, apro-
bación y publicación tanto cuando regulen 
una materia nueva como si se trata de una 
materia ya reglada, en cuyo caso se pueden 
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establecer requisitos especiales que garanti-
cen que el cambio de normativa está justi-
ficado. Junto al procedimiento normativo, 
puede existir un procedimiento específico 
que regule la elaboración, aprobación y co-
municación de los actos concretos, es decir, 
un procedimiento administrativo en el que 
tenga cabida la adecuada protección jurídi-
ca de los administrados. 
d) Sta,ff y control 
El procedimiento que se menciona en el 
principio anterior puede ofrecer mayores 
garantías si se permite la intervención de 
órganos que -sin pertenecer a la organiza-
ción gubernativa- informen y asesoren a 
los órganos de gobierno. Estos órganos, que 
vendrían a desempeñar funciones similares 
a las que se encuadran bajo ]a denomina-
ción de staff en la ciencia de la organización, 
pueden suponer además de una eficaz ayu-
da, un punto límite a la discrecionalidad de 
los órganos de gobierno. Si para la produc-
ción de un acto-norma o un acto concreto 
se requiere el informe o dictamen de un ór-
gano staff con carácter preceptivo -e in-
cluso puede ser en algunos supuestos vin-
culante- es evidente que la libertad de ac-
tuación del órgano de gobierno queda no-
toriamente mermada. 
Este sistema adquiere su máxima garantía 
cuando junto al staff existe una organización 
de control de la función de gobierno. Es po-
sible que a lo largo de esta exposición se 
haya advertido que los principios enumera-
dos ofrecían fisuras, a través de las cuales 
los órganos de gobierno podían vulnerar fá-
cilmente los límites establecidos. La viola-
ción del principio de jerarquía de fuentes, 
del principio de legalidad e, incluso, el no 
requerimiento del dictamen -exigido nor-
mativamente- al órgano staff pueden hacer 
el acto nulo o anulable, pero ¿ quién declara 
la nulidad? 
Esta función correctora de la actividad de 
gobierno, debe estar encomendada a una or-
ganización especial que se puede denominar 
de control. En síntesis vendrían a resumirse 
en esta organización los diferentes sistemas 
actuales de control jurisdiccional, constitu-
donal, etc. Pero creo que podría llegarse más 
lejos si se le atribuye una función fiscaliza-
dora de la función de gobierno no jurídica 
que valorase más que la adecuación o no a 
un precepto normativo, la eficacia y oportu-
nidad en ciertos supuestos de la gestión de 
gobierno. 
Las funciones staff y de control-en las que 
no me extiendo por ser objeto específico de 
otras ponencias- constituyen -el comple-
mento del sistema que propugnamos yen el 
que se pretende hacer compatible la unidad 
de la función de gobierno con las garantías 
debidas de un ejercicio racional y ajustado 
a derecho y de la necesaria protección jurí-
dica de los súbditos. 
111. EL GOBIERNO ECLESIASTlCO 
8. Unidad de la potestad eclesiástica 
La concepción unitaria de la función de go-
bierno en su triple dimensión -material, 
formal y orgánica -puede ser interpretada 
como un retroceso respecto al avance que 
ha supuesto la división de poderes en orden 
a la limitación y fiscalización del poder pú-
blico. La incorporación casi unánime de este 
criterio en los sisteq¡as políticos contempo-
ráneos y su recepción en las constituciones 
de los Estados modernos puede hacer pen-
sar que la tesis expu(!~ta, a través de~~Jqs 
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pagmas, es inviable en la realidad política 
de nuestros días. 
Quiero advertir, sin embargo, que no ha 
sido mi intención proponer un nuevo siste-
ma de gobierno o defender un sistema ya 
añejo en el campo de las ciencias políticas. 
Mi intención ha sido más modesta y, al mis-
mo tiempo, mucho más concreta. He preten-
dido analizar -tomando como base la doc-
trina iuspublicista- las ventajas e inconve-
nientes del sistema, su fundamentación ló-
gica y, en d~finitiva, evaluar el carácter ne-
cesario o coyuntural de la separación de po-
deres para hacer posible el sometimiento de 
la función de gobierno al Derecho, en la 
medida en que esta sumisión puede contri-
buir a una acción de gobierno · más acorde 
con la justicia. Esta valoración, por otra 
parte, tiene un objetivo muy concreto: la 
conveniencia de su aplicación -si constitu-
cionalmente pudiera ser aplicable- al orde-
namiento canónico. 
Las deficiencias del sistema son las que nos 
han movido a desecharlo y a proponer la 
hipótesis consistente en armonizar la con-
centración del poder con la aplicación de 
unas técnicas y de unos principios que ga-
ranticen el sometimiento de la función del 
gobierno eclesiástico al derecho. Por ello, en 
el marco de esta concreta pretensión, resulta 
oportuno plantear la viabilidad del sistema 
al ordenamiento canónico. 
Hay en principio un dato favorable que abo-
ga por la adopción del sistema. Me refiero 
al hecho de que, a lo largo de la historia, la 
Iglesia ha mantenido el sistema de concen-
tración, sin sentirse afectada por el auge al-
canzado por el sistema opuesto: la separa-
ción de poderes. Por esta razón, el sistema 
propuesto puede tener una fácil aplicación 
en el ordenamiento canomco, ya que no se 
trata de cambiar un sistema, sino de mejo-
rarlo. 
En efecto, la organización eclesiástica ha 
mantenido invariable el principio de la con-
centración de poderes -legislativo, ejecuti-
vo y judicial- en un mismo órgano, hasta 
el extremo de que ha sido elevado -en la 
formulación del CIC- a la categoría de nor-
ma de derecho divino la atribución cumu-
lativa de los tres poderes al Romano Pontí-
fice y a los obispos . diocesanos en sus res-
pectivos ámbitos de competencia. La eleva-
ción de la configuración tripartita del poder 
a norma de derecho divino que hace el Codex 
parece exagerada y no sería inoportuna una 
investigación seria de las funciones ejercidas 
históricamente por los órganos eclesiásti-
cos; probablemente se demostraría que la 
función de tales órganos no se caracteriza 
primordialmente por el poder y que las ma-
nifestaciones del poder no aparecen sustan-
tivadas y divididas con la nitidez del texto 
codicial. El mimetismo con la estructura de 
las organizaciones políticas contemporáneas 
parece evidente en el texto del Codex. 
9. Desconcentración de funciones 
No obstante, la organización eclesiástica ac-
tual mantiene, en efecto, el sistema de con-
centración de poderes, pero con algunas mo-
dalidades que conviene tener en cuenta. Por 
una parte, la des concentración orgánica de 
funciones 40 que -en la organización central 
que es la que ahora nos interesa- da lugar 
a la existencia de una serie de órganos que 
integran la Curia Romana: Congregaciones, 
oficios, secretariados, tribunales, etc. 
40. Cfr. DELGADO, Desconcentración orgánica y potestad vicaria, Pamplona, 1971. 
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Por otra parte, esta des concentración -ba-
sada en la técnica canónica de la vi carie-
dad- se ha operado en base a un triple cri-
terio : formal, material y jerárquico. En vir-
tud del primer criterio, se distinguen los 
órganos ejecutivos de los judiciales. Los pri-
meros tienen una función genérica de apli-
cación, aunque algunos órganos -Congre-
gaciones- gozan también de una función 
determinativa o normativa -Instrucciones-
e, incluso, algunos de potestad judicial 
-Congregación para la doctrina de la fe-o 
En cambio, los Tribunales gozan de una com-
petencia delimitada con mayor nitidez, pu-
diéndose decir que son órganos estrictamen-
te judiciales. Es interesante hacer notar que 
la vicariedad, y por consiguiente los límites 
que de ella se derivan, es mucho más pa-
tente en los órganos ejecutivos que en los 
judiciales. La relación de tales órganos con 
el órgano supremo -Romano Pontífice- es 
constante y fluída, hasta el extremo de que 
rige el principio general de que todos los 
actos emanados por dichos órganos deben 
recibir la aprobación del Romano Pontífi-
ce 41. Supuesto muy distinto es el de los tri-
bunales que disfrutan de una manifiesta in-
dependencia respecto al órgano supremo, en 
el ejercicio de su competencia: sus actos no 
necesitan la sanción o la aprobación del Ro-
mano Pontífice y éste no invade la compe-
tencia de estos órganos, sino que, incluso, 
aquellas cuestiones de naturaleza procesal 
dirigidas directamente al Supremo Pontífice 
o avocadas por él, son remtitidas para su 
conocimiento y decisión a los órganos judi-
ciales. Esta independencia que goza ya de 
una cierta tradición canónica, ha sido rati-
ficada todavía recientemente en la C. A. Re-
gimini Ecclesiae Universae 42. 
41. Cfr. C. A ., Regimini Ecclesiae Universae, arto 136. 
El distinto reglmen de los órganos ejecuti-
vos y judiciales da lugar a una curiosa ob-
servación. Aunque el Romano Pontífice con-
serva en teoría los tres poderes, de hecho, 
sin embargo, y en virtud de la propia nor-
mativa canónica vigente, normalmente no 
ejerce el poder judicial. Por ello, cuando se 
dice que en la Iglesia perdura el sistema 
de concentración de poderes se debe enten-
der que tal concentración se refiere de hecho 
al legislativo y al ejecutivo, pero no al ju-
dicial. Los poderes que ejerce normalmente 
y a los que no ha renunciado, a pesar de la 
desconcentración orgánica antes menciona-
da, son el legislativo y el ejecutivo, es decir, 
la competencia para dictar actos-norma y 
actos concretos. Y esto es precisamente 10 
que, según el estudio antes realizado, enten-
demos por función de gobierno. 
De acuerdo con estas consideraciones, la 
función de gobierno es ejercida por el Ro-
mano Pontícice y un conjunto de órganos 
cooperadores que constituyen, en virtud de 
una articulación funcional y jerárquica, una 
unidad organizativa. Esta afirmación, sin em-
bargo, encuentra una dificultad que intere-
sa tener en cuenta. Nos referimos a la exis-
tenciade unos órganos no reconducibles en 
principio a aquella unidad organizativa y so-
bre los cuales surge la duda de si esas fun-
ciones son o no de gobierno. Estos órganos 
son el Colegio Episcopal, el Concilio Ecumé-
nico, y el Sínodo episcopal. 
10. La «potestas)) del Colegio Episcopal: 
¿función de gobierno o consultiva? 
El Concilio Vaticano 11 ha declarado que el 
Colegio episcopal es también sujeto de la 
42. Arts. 107 Y 136. 
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suprema y plena potestad en toda la Iglesia, 
potestad que ciertamente no puede ejercer 
sin el consentimiento del Romano Pontífi-
ce 43. Y se añade que este poder se ejerce 
de un modo solemne en el Concilio Ecumé-
nico 44. Por su parte, el Sínodo Episcopal es 
descrito en los siguientes términos: «los 
obispos elegidos de entre las diversas regio-
nes del mundo, en la forma y disposición que 
el Romano Pontífice ha establecido o tenga 
a bien establecer en lo sucesivo, prestan al 
supremo pastor de la Iglesia una ayuda más 
eficaz en el Consejo que se designa con el 
nombre de Sínodo episcopal, el cual, puesto 
que obra en nombre de todo · el Episcopado 
católico, manifiesta al mismo tiempo que 
todos los obispos en comumon jerárquica 
son partícipes de la solicitud de toda la 
Iglesia» 45. 
Según esta descripción -entresacada de un 
documento conciliar que trata sucesivamen-
te de los tres órganos-, se deduce que el 
Colegio Episcopal tiene potestad suprema y 
universal y que esta potestad se ejerce y ex-
presa a través del Concilio ecuménico. En 
cambio, el Sínodo episcopal tiene tan sólo 
una función consultiva. En principio, pare-
ce presumible colegir que estos órganos 
constituyen una organización distinta -tal 
vez paralela.,- a la que integran el Romano 
Pontífice y la Curia Romana. Por otra par-
te, resulta difícil determinar si estos 6rga-
nos constituyen una organización unitaria. 
Los problemas que se plantean son los si-
guientes: ¿la colegialidad episcopal es un 
órgano o simplemente un principio cuya 
expresión orgánica más plena y solemne es 
el Concilio ecuménico? Más concretamente, 
43. Decreto Christus Dominus, n. 4. 
44. Decreto Christus Dominus, n. 4. 
45. Decreto Christus Dominus, n. 5. Sobre el Sínodo 
¿ el Concilio es el órgano a través del cual 
se ejerce la Colegialidad? Por otra parte, 
¿ el Sínodo episcopal es otra forma orgánica 
de expresión de la Colegialidad? ¿ Por qué 
el Sínodo, si es una forma de expresión de 
la Colegialidad, tiene una función consulti-
va en lugar de gozar de la potestad recono-
cida al Colegio? 
Hemos de precisar que las preguntas formu-
ladas están situadas en un contexto organi-
zatorio y, por tanto, las respuestas deben en-
contrarse en el mismo nivel. No pretende-
mos tampoco resolver los problemas onto-
lógicos que esta temática pueda encubrir, 
sino aportar una serie de datos, de hechos 
que permitan orientar los supuestos contro-
vertidos. Y a la luz de estos hechos se pue-
de afirmar que no existen dos órganos: Co-
legio y Concilio, sino uno solo, el Concilio. 
La Colegialidad es un principio, no un órga-
no y, así, para demostrar tal principio la 
doctrina del Concilio Vaticano JI recurre a 
la experiencia conciliar: «Ya la más antigua 
disciplina, conforme a la cual los obispos 
establecidos por todo el mundo comunica-
ban entre sí y con el Obispo de Roma con 
el vínculo de la unidad, de la caridad y de 
la paz, como también los concilios convoca-
dos para resolver en común las cosas más 
importantes contrastándolas con el parecer 
de muchos, manifiestan la naturaleza y for-
ma colegial propia del orden episcopal. For-
ma que claramente demuestra.n los conci-
lios ecuménicos que a lo largo de los siglos 
se han celebrado. Esto mismo lo · indica tam-
bién el uso, introducido de antiguo, de lla-
mar a varios obispos a tomar parte en el 
rito de consagración cuando un nuevo ele-
episcopal vid. FERNÁNDEZ, El Sínodo de los obispos y 
la colegialidad episcopal, en "Scripta Theologica", 1 
(969), pp. 403-444 Y la bibliografía allí citada. 
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gido ha de ser elevado al ministerio del su-
mo sacerdocio» 46. De los argumentos alega-
dos para explicar la tradición de la colegia-
lidad episcopal, sólo uno tiene carácter de 
órgano y éste es el Concilio ecuménico. No 
quiere decir esto, por supuesto, que la co-
legialidad no tenga otras virtualidades, otras 
implicaciones, quizá más importantes que 
la conciliar, sino simplemente, que desde 
un punto de vista orgánico, la única mani-
festación conocida de la colegialidad es la 
conciliar. Aspecto que continúa vigente al 
subrayar el Vaticano II que la potestad su-
prema que este golegio posee sobre la Igle-
sia universal se ejercita de modo solemne 
en el Concilio Ecuménico 47. 
La conclusión que se puede aportar inicial-
mente es que no existen dos órganos: Co-
legio y Concilio, sino uno solo, es decir, el 
Concilio 48. Ahora bien, basado en el princi-
pio de colegialidad ¿pueden existir otros ór-
ganos distintos del Concilio ecuménico que 
ejerzan -de forma menos solemne- la po-
testad del Colegio? ¿ Puede ser el Sínodo 
episcopal uno de estos órganos? 
No parece, en principio, que haya dificul-
tad en admitir la posibilidad de que existan 
estos órganos, aunque quizá cabría hacer 
una serie de puntualizaciones que, de mo-
mento, vamos a marginar. Admitido este su-
puesto, parece lógico pensar que el sínodo 
sea una manifestación de la colegialidad, 
es decir, que sea un órgano basado en el 
principio de colegialidad. Las razones que 
se pueden alegar son varias, pero las más 
inmediatas se encuentran en los documen-
tos de constitución y regulación del Sínodo 
46. Consto Lumen Gentium, n. 22. 
47. Consto Lumen Gentium, n. 22. 
48. En apoyo de esta tesis se pueden alegar igualmen-
te las palabras de la Nota explicativa previa a la 
Constitución "Lumen Gentium" referentes a la cole-
en los que se habla «de actuación en nom-
bre del episcopado», «expresión colegial», 
etcétera. Esta tesis que encuentra hoy nu-
merosos defensores tropieza, sin embargo, 
con el obstáculo de la normativa vigente. 
En ella se determina que se trata de un ór-
gano que depende directamente del Roma-
no Pontífice y no del Colegio; por otra par-
te, mientras la colegialidad transmite po-
testas a sus órganos, el Sínodo goza tan 
solo de función consultiva. Es más, cuando 
actúa con potestad deliberativa -a tenor 
del texto- lo hace con una potestad dele-
gada del Papa y no con una potestad deriva-
da del Colegio. ¿ Qué relación existe enton-
ces entre el Sínodo y el Colegio? 
Quizá para responder adecuadamente a este 
interrogante sea preciso relacionar el meca-
nismo de constitución y funcionamiento del 
Concilio y el del Sínodo. Veamos para ello 
los siguientes aspectos: 
a) Presidencia del Concilio: «Pertenece al 
mismo Romano Pontífice presidir por sí ' o 
por otros el Concilio Ecuménico» (c. 222). 
Presidencia del Sínodo: Compete al Roma-
no Pontífice -entre otras cuestiones- «pre-
sidir el Sínodo por sí o por otros» (M. P. 
Apostolica sollicitudo, III, 6). 
b) Convocatoria del Concilio: «No puede 
haber Conc~lio Ecuménico si no ha sido con-
vocado por el Romano Pontífice» (c. 222, 
§ 1). 
Convocatoria del Sínodo: Compete al Ro-
mano Pontífice «convocar el Sínodo cuantas 
veces lo juzgue oportuno» (M. P. Apostolica 
Sollicitudo, III, 1). 
gialidad episcopal en las que expresamente se dice 
que el "término colegio no se entiende en un sentido 
estrictamente jurídico". Sobre esta cuestión vid. SAN-
TOS, Jerarquía y carisma en lá Iglesia, en IUS CANO-
NICUM, VII (11967), pp. 347 ss. 
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c) Temario del Concilio: «Pertenece al mis-
mo Romano Pontífice determinar y señalar 
las cosas que en él (Concilio Ecuménico) 
han de tratarse y el orden a seguir» (c. 222, 
§ 2). 
Temario del Sínodo: Compete al Romano 
Pontífice «señalar los temas que se han de 
tratar, a ser posible, seis meses antes de que 
se celebre el Sínodo » (M. P. Apostolica 
Sollicitudo, 111, 3). 
d) Valor jurídico de los acuerdos del Con-
cilio: «Los decretos del Concilio no tienen 
fuerza difinitiva de obligar si no son con-
firmados por el Romano Pontífice y pro-
mulgados por él» (c. 227). 
Valor jurídico de los acuerdos del Sínodo: 
No se hace mención expresa de este punto, 
pero se deduce de la naturaleza del Sínodo, 
al que corresponde «informar y dar conse-
jos» (M. P. Apostolica sollicitudo», 11) y de 
la praxis seguida hasta ahora, de tal forma 
que los acuerdos del Sínodo no tienen obli-
gatoriedad jurídica si no son aprobados y 
promulgados por el Romano Pontífice. 
La mecánica del Concilio y del Sínodo así 
como el valor de sus acuerdos ponen de re-
lieve una semejanza entre ambos órganos 
que no deja de ser significativa. En efecto, 
la intervención del Romano Pontífice es de-
cisiva en ambas instituciones tanto para su 
celebración como para la obligatoriedad de 
sus acuerdos. Esta intervención es tan inten-
sa que resulta difícil afirD1ar -a tenor de 
su regulación vigente- que el Concilio sea 
sujeto de potestad; su estructura lo califica 
más bien como un órg~o consultivo. Por-
que ¿ cuándo ejerce esa potestad? 
Se podría contestar afirmando que esa po-
testad se ejerce a través de su presidente 
-el Romano Pontífice- que confiere obli-
gatoriedad jurídica a los acuerdos mediante 
la aprobación y promulgación; sin embar-
go, admitir esta postura entraña serias di-
ficultades. En primer lugar, hay que adver-
tir que los acuerdos del Concilio se adop-
tan siguiendo las normas que rigen la for-
mación de la voluntad de los órganos co-
legiales, es decir, por votación entre los 
miembros legítimamente convocados y pre-
sentes. El voto del Presidente no tiene una 
cualificación específica, ya que tan sólo en 
caso de empate en el tercer escrutinio pue-
de decidir el presidente con su voto 49. Esto 
supuesto, puede plantearse la siguiente si-
tuación. El Romano Pontífice asiste a la 
votación y expresa su voto que tiene el mis-
mo valor que el de cualquier otro miembro. 
El resultado de la votación -sea o no con-
forme con el voto de su presidente- cons-
tituye un acuerdo del órgano colegial, es 
decir del Concilio. El acto colegial se ha pro-
ducido, pero se requiere de nuevo lainter-
vención del Romano Pontífice, para dar su 
conformidad, y, en su caso, la oportuna pro-
mulgación. Pero ¿ cuál es el título en virtud 
del cual se produce esta intervención? Pa-
rece absurdo pensar que sea en calidad de 
presidente, ya que como tal ha intervenido 
y, en su presencia, se ha producido el acto 
colegial. Parece !ógico, entonces, pensar que 
esta intervención se hace fuera del órgano 
colegial y, por tanto, no como presidente 
del mismo, sino como titular del órgano 
unipersonal denominado Romano Pontífice. 
¿Cuál sería entonces el valor jurídico del 
acuerdo conciliar? A tenor de la legislación 
vigente y sin prejuzgar la problemática 
constitucional que el tema puede encerrar, 
habría que decir que el acuerdo conciliar 
49. Los principios generales aparecen regulados en el c. 101. 
206 JOSE ANTONIO SOUTO 
tiene el simple carácter de dictamen, con-
sejo o propuesta dirigida al Romano Pon-
tífice, a quien corresponde convertirlo en 
un acto dotado de obligatoriedad jurídica. 
En este supuesto no existiría una distinción 
esencial entre la función conciliar y la sino-
dal; ambas serían funciones de naturaleza 
consultiva. El matiz que podría diferenciar-
las reside -en este contexto- en la eficacia 
jurídica de la función más que en su natu-
raleza. Es decir, la actividad conciliar por 
sus especiales características puede vincular 
al Romano Pontífice, de tal forma que salvo 
graves razones ha de hacer suyo el acuerdo 
y otorgarle la fuerza . jurídica correspon-
diente; se trataría, por tanto, de una fun-
ción consultiva vinculante. En cambio, los 
acuerdos sinodales . podrían ser considera-
dos como facultativos y, por tanto, con un 
amplio margen de discrecionalidad, por par-
te del Romano Pontífice, en orden a su apli-
cación. Sin embargo, no existe norma algu-
na que regule estos aspectos y, por consi-
guiente; ambas funciones deben ser consi-
50. Desde un punto de vista histórico, ha llegado a 
la misma conclusión D'Ors: "El collegium no es nun-
ca un órgano de potestad y presupone siempre una 
instancia personal que ejecute sus decreta imponién-
doles su propia fuerza imperativa. Precisamente por 
no ser órgano de potestad, el colegio expresa sus opi-
niones mediante resolución mayoritaria. El órgano de 
potestad que presupone el colegio puede ser extraño 
al mismo colegio o puede pertenecer a él. En este 
último caso, la personalidad de ese miembro presiden-
te del colegio se desdobla en dos funciones: como voz 
de autoridad que puede intervenir en las deliberacio-
nes pero no imponer su propia opinión sobre la ma-
yoría, para que valga como opinión colectiva de todo 
el colegio, y, por otro lado, como poder distinto, que 
sí puede imponerse al colegio, privado de potestad. 
En todo caso, las resoluciones del colegio necesitan 
la promulgación por ese órgano de potestad para va-
ler como leyes. 
Los pontífices máximos paganos no tenían potestad 
como tales pontífices, pero sí tenían un núcleo de po-
testad personal independiente del colegio pontifical. 
deradas facultativas, lo cual no empece que 
existan otras razones -morales, políticas, 
etcétera- que limiten esa discrecionalidad. 
La consideración del Concilio ecuménico 
como órgano consultivo puede resultar ex-
traña e, incluso, considerar esta conclusión 
como contraria a la doctrina del Concilio 
Vaticano n. En realidad, nos hemos limi-
tado a constatar la regulación jurídica vi-
gente y, poner en evidencia, las conclusio-
nes que de ella se derivan~. Ahora bien, 
¿ esta normativa está en contradicción evi-
dente con la doctrina del último Concilio 
ecuménico? 
En mi opinión hay que tener en cuenta un 
doble aspecto de la cuestión: 1.0) ¿Se ha 
modificado substancialmente la interven-
ción del Romano Pontífice?; 2.0) ¿Existe 
contradicción entre la potestad que recono-
ce el Vaticano n y la función consultiva que 
se deduce de la legislación codicial? 
Respecto a la primera cuestión, tan solo va-
mos a transcribir un texto breve de la Consto 
Lumen Gentium donde se dice: «Y es pre-
La asunción de ese título por los emperadores recargó 
la nota de potestad de ese título, por contaminación 
con la propia del emperador. En todo caso se trataba 
de una potestad personal, en la que no participaban 
los otros pontífices, que, por eso mismo no eran 
collegae del pontífice máximo. La colegialidad en or-
den a la autoridad resultaba así compatible con la 
subordinación en orden a la potestad. Así también en 
los concilios episcopales. Al concilium, corresponde el 
consilium; y sólo en esa función de autoridad se da 
la colegialidad. No se da, en cambio, respecto a las 
potestades del Papa y de los obispos, que, al no ser 
esencialmente iguales, impiden toda colegialidad de 
poder; no puede hablarse de collegae como en las 
antiguas magistraturas romanas. El consilium del con-
cilium requiere una potestad que lo promulgue: en 
la medida en que se soslaya la potestad papal como 
necesaria se recae fatalmente en la necesidad del re-
conocimiento por el "brazo secular" (En torno a las 
raíces romanas de la colegialidad, en "Tres estudios 
históricos sobre la colegialidad episcopal", Pamplona, 
1965, pp; 29-30), 
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rrogativa del Romano Pontífice convocar 
estos concilios ecuménicos, presidirlos y 
confirmarlos» 51. Y como fuente autorizada 
en que se apoya esta afirmación se cita el 
c. 227 del CIC -antes citado- y que dice 
así: «Los decretos del Concilio no tienen 
fuerza definitiva de obligar si no son confir-
mados por el Romano Pontífice y promul-
gados por mandato de él». De donde se de-
duce que no sólo no existe contradicción 
entre la normativa del CIC y la doctrina del 
Vaticano 11, sino que además el Codex es 
invocado y ratificado como fuente de la 
propia doctrina conciliar. Por otra parte, 
respecto a la distinción entre la función de 
presidente y la de Romano Pontífice que 
antes hemos enunciado, puede verse ratifi-
cada en la Nota explicativa previa a dicha 
Constitución conciliar, donde se dice lo si~ 
guiente: «La distinción no se da entre el 
Romano Pontífice y los obispos colectiva-
mente considerados, sino entre el Romano 
Pontífice separadamente y éste junto con 
los obispos» 52. 
La segunda cuestión resulta más compleja. 
El término potestad en el uso eclesiástico 
se aplica con significados diferentes, por lo 
que no puede entenderse en sentido jurídi-
co, es decir, como potestad de jurisdicción. 
El Vaticano 11 define la potestad colegial 
como suprema y plena; pero, al mismo 
tiempo, indica que «el colegio ... no tiene 
autoridad si no se considera incluído en él 
el Romano Pontífice» 53. Por una parte, auto-
ridad y potestad aparecen considerados co-
mo sinónimos, y por otra parte, no se es-
pecifica si en la potestad suprema y plena 
se incluye la potestad de jurisdicción o se 
51. Consto Lumen Gentium, n . 30. 
52. N. 3. 
53. Const. Lumen Gentium, n . 22. 
refiere más bien a la potestad de magis-
terio. 
La confusión entre potestad y autoridad es 
evidente en la literatura eclesiástica y es 
fiel trasunto de la situación reinante en la 
Ciencia política moderna. Su distinción, sin 
embargo, es necesaria y no responde -hay 
que advertirlo- a un simple prurito dema-
tización terminológica, ya que su oscureci-
miento encierra una concepción política que 
no ha sido incorporada a la realidad ecle-
siástica. «La teoría política de la Edad Mo-
derna -advierte D'Ors- que parte del he-
cho del Estado como realidad insoslayable, 
y por ello de la identificación de potestad y 
autoridad, ha pretendido sustituir el equi-
librio entre ambos factores de la vida polí-
tica por la llamada división de poderes, es 
decir, según la forma ya clásica de Montes-
quieu la separación entre un poder ejecuti-
vo, otro legislativo y otro judicial. Esta teo-
ría constituye un ingenioso artificio para 
suplir de algún modo la natural contraposi-
ción entre potestad y autoridad. Según ella 
no se trata de frenar el impulso del poder 
por el consejo prudencial de la autoridad, 
sino de contraponer poderes entre sí, para 
que cada uno sirva de freno al otro para que 
en cierto modo, cada poder haga de auto-
ridad moderadora respecto a los otros» 54. 
El binomio autoridad-potestad no es una 
simple ecuación terminológica sino un sis-
tema de equilibrio político. Este sistema, 
vigente en el sistema republicano de Roma, 
desaparece con el Estado moderno. Las cau-
sas de «la sustitución del equilibrio entre 
potestad y autoridad por el de la división 
de poderes corresponde al tránsito del mun-
54. D 'ORS. A. , Autoridad y potestad, en "Lecturas ju-
rídicas" (Universidad de Chiguagua ), ,21, p . 26. 
, 
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do de las virtudes, de la fortaleza y la pru-
dencia, es decir, de las concepciones mora-
les recibidas de la Edad Media, al mundo 
del equilibrio de fuerzas, es decir, al mun-
do de las concepciones mecanicistas y de la 
tecnificación; en otras palabras, el tránsito 
de la ciencia-prudencia a la ciencia-poder, y 
de la teología a la Física» 55. 
Esta transformación ideológica, sin embar-
go, no se ha operado en la Iglesia que, por 
otra parte, no ha recibido en su organización 
el sistema de división de poderes, sino que 
ha mantenido las formas organiza ti vas tra-
dicionales. ¿ Tiene vigencia en la Iglesia el 
binomio político autoridad-potestad? 
Antes de resolver esta cuestión es oportuno 
explicar qué se entiende por autoridad y po-
testad y cuál es el mecanismo de relación 
entre ambas. Siguiendo a D'Ors, podríamos 
definir la autoridad «como la verdad social-
mente reconocida y la potestad como la vo-
luntad de poder socialmente reconocida» 56. 
«La relación entre potestad y autoridad 
-prosigue el autor- se manifiesta tam-
bién en la que existe entre la pregunta y la 
respuesta. La potestad es la que puede pre-
guntar y la autoridad es la que debe res-
ponder: la pregunta expresa poder y la res-
puesta, saber. No se trata naturalmente, de 
un preguntar y responder coloquial, como 
en un diálogo entre amigos, sino de una 
relación social y formal. Esto equivale a 
decir que la autoridad informa y aconseja 
a la potestad, y en el reconocimiento efec-
tivo de esta relación está la mayor garan-
tía de la libertad social. La República Ro-
mana supo dar ejemplo clásico de este re-
conocimiento, al distinguir la potestad de 
los magistrados con imperium y la auctori-
55. D'ORS, A ., u. c., p . 27. 
56. O . c., p. 23 . 
tas de los órganos consultivos, en especial, 
la del Senado. la auctoritas patrum» 57. 
¿ Existe esta relación auctoritas-potestas en-
tre el Concilio y el Romano Pontífice? Opi-
namos que sí. El Romano Pontífice pregun-
ta (convoca y fija los temas) y el Concilio 
responde (acuerdos conciliares) y quien da 
obligatoriedad jurídica a la respuesta con-
ciliar es el Romano Pontífice, a través de 
su confirmación y promulgación. Esta es, 
al menos, la mecánica actual, según la re-
gulación que antes hemos tenido ocasión 
de estudiar. El hecho de que el Concilio 
tenga o no potestad es menos importante 
que la obligación del Romano Pontífice de 
preguntar y tener en cuenta la respuesta del 
órgano colegial. Es decir, poca importancia 
puede tener el reconocimiento del Concilio 
como sujeto de potestad en la Iglesia, si 
resulta que es el Romano Pontífice quien 
ha de convocarlo y, por tanto, queda a su 
libre determinación que el Concilio ejerza 
o no tal potestad. 
Si se tiene en cuenta la doctrina del Conci-
lio Vaticano 11 y las opiniones que durante 
el mismo y con posterioridad se han expues-
to, lo que pedían con insistencia los obispos 
es que su voz fuera escuchada y tenida en 
cuenta por los órganos del gobierno central 
de la Iglesia; no se pretendía tanto la titu-
laridad de una potestad -conflictiva siem-
pre con la del Romano Pontífice- como la 
presencia y audiencia del episcopado. De 
ahí que brotase, como una exigencia natural 
de estas pretensiones, el Sínodo episcopal: 
un órgano, cuyas características peculiares, 
hacen más viable que la «auctoritas episco-
porum» se manifieste más frecuentemente 
que a través del Concilio ecuménico, cuya 
57. D'ORs, A ., O. c., p . 25. 
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convocatoria frecuente es prácticamente, 
irrealizable. ' 
El hecho de que el Concilio ecuménico y el 
Sínodo episcopal gocen de auctoritas y no 
de potestad no implica que su función sea 
menos importante. Y los hechos confirman 
este aserto. Nunca -al menos en los últi-
mos siglos- se ha oído, con más frecuencia 
e influencia, la voz del episcopado que en 
los tiempos actuales y ello, gracias al Síno-
do episcopal, un órgano consultivo, dotado 
de auctoritas, no de potestas. 
En la organización actual de la Iglesia el 
Concilio ecuménico y el Sínodo episcopal 
no son reconducibles a la organización de 
goberno de la Iglesia, sino a una organiza-
c~ón paralela de carácter consultivo. Es po-
SIble que datos teológicos e históricos alum-
bren la cuestión e influyan en la configura-
ción de una normativa distinta, pero ni la 
doctrina del Concilio Vaticano II ni las leyes 
más recientes han modificado este esquema. 
11. Gobierno eclesiástico y orden jurídico 
En la organización central de la Iglesia se 
advierten tres líneas organizativas: la de gO-
bierno, la consultiva y la de control o judi-
cial. Todas ellas presentan como vértice co-
mún y principio de unidad de la organización 
al Romano Pontífice. Se trata, en realidad, 
de un elemento aglutinante, integrador de 
tres ramas de la organización eclesiástica 
que gozan de una cierta independencia, pero 
que, al mismo tiempo, no se contraponen, 
sino que actúan -en teoría- armónica-
mente, para la consecución de un mismo 
fin. Se puede decir que el principio que ri-
ge la actividad de estas organizaciones es la 
coordinación, no la separación. 
Los órganos de gobierno, al frente de los 
cuales se encuentra como órgano supremo 
el Romano Pontífice, están representados 
fundamentalmente por la Secn~taría de Es-
tado y las Congregaciones, auxiliadas por 
un staff, propio y peculiar -oficios, comi-
siones, etc.-; el organismo de coordinación 
de las Congregaciones debería ser el Conse-
jo de Prefectos, insinuado en la Regimini 
Ecclesiae Universae; sin embargo, en la nor-
mativa vigente no reviste el alcance que hu-
biera sido de esperar y no parece apropiado 
calificarlo como organismo propiamente 
dicho. 
La organización consultiva tiene como ór-
ganos principales el Concilio ecuménico y 
el Sínodo Episcopal. Existen, también, 
otros órganos que pueden encuadrarse en 
esta organización, tales como el Consistorio 
de Cardenales, ciertas comisiones Pontifi-
cias (p. ej. para la reforma del Código de 
Derecho Canónico, el consejo de los laicos, 
y la Comisión Pontificia para la Justicia v 
la Paz, etc.). • 
La organización judicial está integrada por 
el Tribunal Supremo de la Signatura Apos-
tólica, el Tribunal de la S. Rota Romana y 
el de la S. Penintenciaria. De estos órganos, 
sin embargo, tan sólo tiene encomendada 
una función de control (de la actividad ad-
ministrativa de los Dicasterios de la Curia 
Romana) el Tribunal de la Signatura Apos-
tólica. 
En conjunto, se puede observar que la ac-
tual organización central de la Iglesia está 
inspirada en las tres líneas de organización 
que antes hemos propuesto: de gobierno, 
consultiva y de control. Por ello la aplica-
ción de la teoría examinada no presenta en 
principio especiales dificultades. No es pre-
cisa una modificación substancial del siste-
ma vigente -como ocurriría en el supuesto 
de aplicación del sistema de separación de 
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poderes-, sino que sobre el sistema actual 
se pretenden aplicar algunos criterios que, 
en nuestra opinión, hacen posible la intro-
ducción del espíritu y de los principios que 
inspiran el llamado Estado de Derecho. 
Vamos a examinar a continuación la apli-
cación de los principios, que con anteriori-
dad hemos formulado, a la organización 
central de la Iglesia. 
a) Distribución orgánica de funciones por 
áreas materiales 
La función de gobierno eclesiástico (direc-
ción y prestación de servicios) se distribu-
ye entre órganos en virtud del principio de 
división de funciones por áreas materiales 
(Doctrina, Obispos, Sacramentos, Clérigos, 
Religiosos e Institutos seculares, Enseñanza 
Católica, etc.) y no de acuerdo con un crite-
rio formal (actos normas y actos concretos). 
La unidad de gobierno o sistema de concen-
tración admite la desconcentración orgáni-
ca de funciones de acuerdo con un criterio 
material. Exige, sin embargo, que la unidad 
formal (determinación y aplicación) se con-
serve en el ámbito de la organización y que 
no se separe atribuyendo tales funciones a 
organizaciones distintas (organización legis-
lativa y organización ejecutiva). 
El principio es, en líneas generales, el vigen-
te en la organización central y así se puede 
observar que las Congregaciones son el re-
sultado de una división material de las fun-
ciones, conservando, sin embargo, la unidad 
formal, ya que tales órganos conservan con-
juntamente la función determinativa y apli-
cativa sobre las materias en las que son 
competentes. La existencia de este principio 
en la organización eclesiástica no significa 
que se haya obtenido la eficacia práctica 
que de él se puede esperar, ya que esto úl-
timo depende del acierto en la división ma-
terial de funciones. Definir este tema exige 
previamente un análisis detenido y profun-
do de las necesidades de la comunidad ecle-
siástica en la coyuntura presente, lo que 
requiere un estudio que excede con mucho 
los límites del presente trabajo. 
b) Jerarquía orgánica 
La desconcentración orgánica operada en 
virtud de la distribución material de funcio-
nes exige, para mantener la unidad de go-
bierno, que los órganos estén relacionados 
entre sí y constituyan propiamente una or-
ganización. Esto se consigue a través de la 
jerarquía orgánica que explica el conjunto 
de relaciones que vinculan a los órganos 
de s concentrados con el órgano principal. 
La jerarquía se puede dar también entre los 
órganos desconcentrados; para esto se re-
quiere que tengan la misma competencia 
material y se establezca una subordinación 
entre ellos. 
Pues bien, también se puede deducir la pre-
sencia de este principio en la organización 
central de la Iglesia. El órgano supremo del 
que dependen todos los órganos desconcen-
trados es el Romano Pontífice. La relación 
jerárquica que liga este órgano con los in-
feriores no está regulada, lo que entraña 
problemas harto complejos. Basado más 
bien en el principio de la omnicompetencia 
del órgano supremo, la posible intervención 
en los asuntos propios de los dicasterios 
puede dar lugar a la absorción de la compe-
tencia del dicasterio y, por consiguiente, a 
la ineficacia -e, incluso, inexistencia prác-
tica- de la división funcional antes des-
crita. 
Al mismo tiempo, la omnipotencia y, como 
lógica secuela, la multitud de asuntos en los 
que debe o puede intervenir puede ser cau-
sa de que se origine un fenómeno opuesto 
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al anterior. Concretamente que algunos ór-
ganos no «sientan» sobre sí la relación je-
rárquica y actúen con plena independencia 
dando lugar a la ruptura de la unidad de 
poder. 
La competencia del órgano supremo no de-
be ser absoluta, sino relativa, limitada a 
aquellas cuestiones en que su intervención 
venga exigida por la coordinación y la gra-
vedad de los asuntos. La no intervención en 
la competencia propia de los dicasterios 
-salvado el límite antes establecido- se de-
be no sólo al respeto que merezcan los di-
casterios y sus inmediatos responsables, si-
no también y de forma principal a la efica-
cia de la división de trabajo en que se basa 
el anterior principio. La inobservancia de 
este criterio puede dar lugar a oscilaciones 
bruscas que vayan desde una intervención 
plena en todos los asuntos a un inhibicio-
nismo total. En ninguno de los casos se po-
dría hablar de jerarquía sino de tiranía o 
anarquía: 
Aparte de la necesidad de precisar la com-
petencia y por consiguiente el grado de in-
tervención del Romano Pontífice respecto a 
los órganos desconcentrados, es preciso te-
ner en cuenta también otros problemas. 
Quizá el más importante sea uno que guar-
da una cierta relación con el anterior. En 
efecto, el conjunto de órganos que integran 
la Curia Romana comienzan a ser lo sufi-
cientemente numerosos como para que no 
sea viable una dependencia inmediata y efec-
tiva del Romano Pontífice. Sin embargo, si 
no se regula lo contrario, habría que enten-
der que los órganos desconcentrados son 
independientes entre sí y sólo están subor-
dinados al Romano Pontífice. 
58. Art. 7, § 2. 
Las normas vigentes establecen en algunos 
casos la gradación jerárquica entre órganos 
desconcentrados. De esta forma se deter-
mina que ciertos oficios (redacciÓn de le-
tras apostólicas, expedición de bienes, de es-
tadística, etc.) dependen de la Secretaría de 
Estado, Sin embargo, no existe un crIterio 
general que determine las relaciones entre 
los diferentes órdenes: Congregaciones, Se-
cretariados y Oficios, ni de los órganos que 
los integran entre sí, salvo en el caso de las 
Congregaciones que la REU las considera 
«jurídicamente iguales entre sí» 58 . ¿Depen-
den todos los dicasterios de la Curia Romana 
-salvo los casos exceptuados normativa-
mente- del Romano Pontífice? Efectiva-
mente, esto es evidente en el caso de las 
Congregaciones que no están subordinadas 
entre sí; esta misma consideración parece 
extensible a los Secretariados, Oficios y co-
misiones, ya que, aunque por la naturaleza 
de las funciones, pudieran considerarse de 
rango inferior, sin embargo, no se establece 
legalmente una dependencia jerárquica res-
pecto a aquéllas. 
La Secretaría de Estado, que ha adquirido 
en la reciente reforma un papel destacado 
en la Curia Romana, no goza tampoco de 
supremacía en relación con los demás ór-
ganos. Su misión -aparte de su propia com-
petencia material- consiste, a tenor de los 
artículos 18 y 20 de la REU, en coordinar las 
actividades de todos los dicasterios. En este 
sentido, ha quedado configurado como un 
órgano coordinador, pero sin jerarquía res·· 
pecto a los otros dicasterios 59 . 
e) Aplicación de técnicas iuspublicistas 
No parece que exista dificultad alguna pa-
59. Cfr . SOUl'O, J . A. , La reforma de la Curia Romana, en IUS CANONICUM, VIII (968), pp. 547-568. 
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ra que los órganos de gobierno eclesiástico 
observen las técnicas iuspublicistas a que 
.nos referimos en otro apartado. El hecho de 
que se mantenga la unidad formal de go-
bierno y que tales órganos sean competen-
tes para dictar actos-norma y actos concre-
tos no excluye -más bien lo exige- que se 
establezcan algunas limitaciones a esta ac-
tividad, a través de técnicas adecuadas. 
La función normativa que -según la expli-
cación que oportunamente hemos expues-
to- debe residir en la organización de ' go-
bierno y no en otra ajena, debe estar limita-
da por el principio de jerarquía normativa. 
Cada norma debe tener un rango y cada ór-
gano ser competente para un determinado 
rango de normas. Las normas de rango in-
ferior no pueden derogar las de rango su-
perior. En consecuencia, si todos los dicas-
terios de la Curia Romana son competentes 
para dictar actos-normas -cosa que tam-
poco es necesaria- se puede hacer coinci-
dir la jerarquía de actos norma con la je-
rarquía de órganos y, así, las normas del 
Romano Pontífice, que tan sólo podría dic-
tar un tipo de actos norma (Constitución, 
Motu proprio), serían jerárquicamente supe-
riores -y, por tanto, no derogables- a las 
normas dictadas por las Congregaciones 
-Instrucciones, etc.-. En este sentido, el 
Romano Pontífice no podría dictar instruc-
ciones, ni las Congregaciones constitucio-
nes, por ej., y se sabría que las primeras 
estarían siempre subordinadas a las segun-
. das. Cualquiera que sea la denominación 
que se atribuya a los actos-norma debe que~ 
dar especificado su rango y el órgano com-
petente para producirlo y, si un mismo ór-
gano puede dictar varias clases de normas, 
también en este caso se debe especificar la 
jerarquía que existe entre ellas. 
La competencia de un órgano para dictar 
actos-norma y actos concretos no excluye 
que al realizar estos últimos esté sometido 
a aquéllos y a cualquier otra norma de ran-
go superior o inferior que los regule. No 
existe dificultad alguna para que los dicas-
terios de la Curia Romana al producir actos 
administrativos o actos concretos en general 
se sometan al principio de legalidad, de tal 
forma que la violación de este principio su-
ponga la nulidad o anulabilidad del acto 
emanado. 
Igualmente es de plena aplicación a la orga-
nización central de la Iglesia el principio de 
que la elaboración y decisión de los actos-
normas y de los' actos concretos debe estar 
sometida a un procedimiento, cuya inobser-
vancia o transgresión puede suponer la nu-
lidad o anulabilidad de tales actos. 
d) Staff y control 
Se ha explicado en pagmas anteriores que 
junto a los órganos de gobierno existen en 
la Iglesia unos órganos consultivos y otros 
judiciales. Estos órganos pueden constituir 
la base de unas organizaciones paralelas 
que cooperen - y al mismo tiempo las li-
miten- con los órganos de gobierno en el 
ejercicio de su función. Nos referimos a la 
organización staff y a la de control. 
La primera estaría integrada por un conjun-
to de órganos representativos, técnicos y 
auxiliares, cuya misión principal consistiría 
en preparar, elaborar y asesorar adecuada-
mente a los órganos de gobierno tanto en 
la producción de normas como de actos con-
cretos. De esta línea organizativa nos inte-
resa destacar el posible alcance de su mi-
sión cerca de los órganos de gobierno en 
dos aspectos: misión de los órganos consul-
tivos y la producción de actos norma. 
Para explicar con mayor claridad este as-
pecto vamos a proponer un ejemplo. En la 
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actualidad el Romano Pontífice es compe-
tente para modificar o sustituir el vigente 
Código de Derecho Canónico. Esta actua-
ción puede realiiarla libremente, sin tener 
en cuenta ningún otro factor ajeno a su 
decisión personal. Según el sistema que nos-
otros proponemos, también el Romano Pon-
tífice -conservando la competencia para 
dictar actos-norma- puede derogar el vi-
gente CIC y promulgar uno nuevo, pero con 
una limitación: la existencia del staff. La 
articulación jurídica del staff y del gobier-
no exige qUe la promulgación de un acto-
norma sea previament<;! informado y aseso-
rado por el staff. En el caso concreto del 
CIC, el Romano Pontífice debería solicitar 
previamente el consejo de los órganos que 
integran el staff. 
Se puede observar que la función del staff 
postula la existencia de un procedimiento 
para la promulgación de los actos-norma. 
¿ Cuál sería en este caso el procedimiento 
que debería seguirse? Si se tiene en cuenta 
la distinción en el staff entre órganos téc-
nicos y representativos, opinamos . que la 
elaboración de un cuerpo legal debe ser 
realizada por un organismo técnico que de-
berá tener en cuenta la información, docu-
mentación y sugerencias que provengan de 
los diferentes sectores eclesiales para tener 
un conocimiento más cabal de la realidad 
social que deben configurar jurídicamente. 
Este material debe ser traducido y sistema-
tizado conforme al lenguaje y técnicas pro-
pias del Derecho. 
Elaborado el cuerpo legal por el organismo 
técnico, corresponde al órgano de gobierno 
competente aceptarlo o devolverlo para que 
se introduzcan las modificaciones que con-
sidere pertinentes. Una vez aceptado por el 
órgano de gobierno, debe solicitarse el opor-
tuno consejo al órgano representativo del 
staff (p. ej. el Sínodo episcopal). Este ór-
gano debe limitarse a formular un voto 
afirmativo o negativo, y, a lo sumo, a pro-
poner alguna modificación que en todo ca-
so deberá realizar el órgano técnico. Veri-
ficado este requisito el órgano de gobierno 
puede proceder a su promulgación. 
El mecanismo de cooperación del staff y del 
gobierno sigue un circuito que, sin privara 
éste de su competencia normativa, ayuda a 
establecer unos' límites -seguridad jurídi-
ca- y una colaboración -eficacia- que 
presenta una doble vertiente: asesoramien-
to técnico y asentimiento representativo. 
Las fórmulas utilizables son muchas y la 
expuesta sólo tiene valor de ejemplo. Pero, 
en cualquier caso, será preciso que se ten-
ga en cuenta el asesoramiento técnico y el 
representativo con carácter preceptivo y, en 
ciertos casos, con carácter vinculante. 
En cuanto a la organización del staff exis-
ten hoy en la Iglesia numerosos órganos 
reconducibles a esta línea, pero es precisa 
una ordenación más coherente de estos ór-
ganos -creación o supresión de acuerdo 
con las exigencias reales y una estructura-
ción racional- y una determinación precisa 
de su eficacia, para que no queden conver-
tidos en simples símbolos. 
Por último, la organización de control tie-
ne como misión fiscalizar la actividad jurí-
dica de los órganos de gobierno, velando 
que los actos se ajusten a los principios y 
técnicas antes descritas. En la actualidad 
sólo se puede hablar de un órgano de con-
trol de la organización central de la Iglesia 
y con una competencia muy limitada. Nos 
referimos al T. S. de la Signatura Apostó-
lica competenté tan sólo para juzgar la le-
galidad de los actos administrativos ema-
nados por los dicasterios de la Curia Ro-
mana. Quedan marginados de Sl' competen-
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cia, por tanto, las normas -y su congruen-
cia en base al principio jerárquico-, los 
actos concretos del Romano Pontífice, así 
como los posibles vicios de procedimiento 
en los actos normativos y en los adminis-
trativos, porque no existen tales procedi-
mientos. 
Todos estos aspectos pueden ser encomen-
dados al Tribunal de la Signatura Apostóli-
ca, pero tal vez podría ser conveniente la 
creación de un órgano superior competente 
para conocer de la posible incongruencia 
entre los actos norma y la ley fundamental, 
cuya promulgación es esperada con interés 
y expectación por todos los estudiosos del 
Derecho Canónico. 
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SUMMARIUM 
Objectum themae est indagatio criterii articulatio-
nis organici muneris gubernationis (gobierno) eccle-
siasticae, quae submissionem iuri permittat. Ad id 
ipsum, duae viae - separationis et conglobationis-
examinantur. 
Potestatis divisionis systema ad luce m doctrina e 
iuspublicistae consideratur et hoc deducitur: syste-
mam nasci in circumstantiis historicis concretis, non 
respondere ad unam interpretationem scientificam 
rei et formae exercitationis officii gubernationis 
(gobierno) et doctrinam novas formas ordinationis 
inquirere. Concreto modo postulatur ut officium de-
termihativum (legislativum) et applicatum (exsecu-
tivum aut administrativum) non ad diversas ordina-
tiones pertineant. Eius applicatio ad ordinationem 
ecclesiasticam non utilis videtur, tantum propter 
constitutionalis ordinis difficultates, quantum prop-
ter limitationes systematis. 
Conglobationis systema - longe vigens in politicis 
systematibus - hodie vigens in Ecclessia submitti 
potest regimini inspectionis juridici si harum quaes-
tionum rationem habent: gubernationis (gobierno) 
configuratio sicut linea unitaria ordinationis, consti-
tutio duarum linearum ordinationis, parallelarum ad 
gubernationem, ad adimplendum officium stafl et 
inspectionis; constitutio relationum staff-guberna-
tio, per juridicum processum et character praecepti-
vus et aliquando cum vinculo actionis staff. Appli-
catio ad gubernationis organos thecnicarum juri-
dicarum sequentium: normarum hierarchia, legali-
tatis principium, actionis processus, etc. Actus fis-
calis relationum staff-gubernatio et applicationis 
suarum thecnicarum juridicarum pertinet ad lineam 
ordinatam ÍItspectionis, cuius missio erit curare ut 
munus regendi procedat secundum regimihem juri-
dicum constitutum. 
ABSTRACT 
The articIe's purpose is to find a criterion of orga-
nie articulation through which the function of 
ecclesiastical government could be submitted to 
law. With this object in mind the author examines 
the two known sysstems of the subjectivation of 
public pOWers: separation and concentration. 
The system of the division of powers is evaluated in 
the light of iuspublicum doctrine, with the resul-
ting conclusion: the system is born in the middle of 
concrete historical circumstances, and does not res-
pond to a sci.entific interpretation of the content and 
forms oí government exercise. The doctrine seeks 
new forms of organization more in accord with a 
logical analysis of government's function. More spe-
cifically the author claiIns that the determining or 
defining function (legislative), along with the 
applying function (exeeutive or administrative) 
should be rooted in an organizing unitary context 
and should not be attributed to distinct organiza-
tions. The application of the division of powers to 
ecclesiastieal organization does not seem useful 
therefore, both for the constitutional difficulties 
whieh sueh a system would suppose and for the de-
ficiencies already shown in the system itself. 
The practice of concentration (of long duration in 
political systems and in vigor today in the Church) 
can be submitted to a partern of juridical control 
if one takes into account the following aspects: 
configuration of the government-with its normative 
and executive functions - as a unitary line of or-
ganization; establishment of two organizational 
units, parallel to that of the 'government, and des-
tined to function as a staÍ'f and control activity; 
determination of the connection between staff and 
government through a jurídical process, with the 
staff having a preceptive and oecasionally binding 
character; application of the following 'jurídical 
standards to government organs: hierarchy of norms, 
principIe Of legality, process of actuation, etc. The 
fiscalization of the relations between staff and go-
vernment, along with the thorough application of 
thementioned juridical standards, belong to the 
organizational line of control, whose main mission 
would consist in adequating the government's 
function to the established juridical order. 
PREMIO 
MARTIN DE Tema: «Aspectos Jurídicos 
A" ZPILCUETA de la~ relaciones [glesta - Mundo » 
PARA ARTICULOS 
DE REVISTA 
Dotado con 35.000 pts. 
(500 dólares) 
Información: 
Instituto «111 artín de 
Azpilcueta », Edificio 
de Bibliotecas 
Universidad de Navarra 
Pamplona - España 
